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PROLOGO 

La izquierda ha vivido un tiempo que parece arrancado de la poesía del fracaso 
propia de un tango de Discepolo. Los obreros deben competir para que les extraigan 
la plusvalía, los gobiernos se disputan entre sí el privilegio de que sus países sean 
vaciados de riquezas básicas, los partidos de izquierda se postulan como buenos 
administradores capaces de aprovechar las virtudes, las reales y las falsas, del libre 
mercado. El cambio ha sido universal y mayúsculo. La izquierda, de manera no 
uniforme, ha ido asumiendo que su descontento con la forma cómo es el mundo 
debe traducirse en nuevos derroteros. 

Efectivamente, el fantasma del denominado “fin de la historia” pena desde hace ya 
tiempo en la casa de los espíritus de la izquierda. En cierto sentido fue la propia 
izquierda, una parte de ella al menos, la que más acuciosamente exploró las grietas 
de la catástrofe antes que se produjera. El derrumbe del Muro en 1989, que, se dice, 
marca el término efectivo de un siglo, la caída de telón de una época, el fin de la 
historia, aunque no fue previsto como tal, no era conceptualmente extraño a 
antiguos y a veces repetidos debates de la propia izquierda. Desde Luxemburgo y su 
amor a la libertad, la crítica de izquierda al modelo “oriental” del “partido-estado”, 
con propiedad estatal de los medios de producción y planificación centralizada, 
emergió en puntos y momentos diversos. En primer lugar, desde la 
socialdemocracia, que en algunas partes alcanzó tanto éxito con su programa social 
que, llegado un cierto punto, no supo qué más hacer, incapaz de proponerse un 
cambio radical de sistema, e inició su estancamiento y, en el caso de algunos de 
sus componentes, la recalada en los mares interiores del liberalismo. Luego, desde 
la ortodoxia trotskista, de fuerte tensión antiburocrática, y desde la ortodoxia china, 
radicalmente basista en los tiempos de la Revolución Cultural. En Italia, en los 
años setenta, la discusión sobre el “socialismo real”, sobre sus méritos y virtudes, 
pero especialmente sobre su naturaleza ---¿qué era? ¿era socialismo? ¿o era acaso 
“capitalismo de estado”?---fue aguda e involucró no ya a los herejes, desviados de la 
ortodoxia soviética, sino también a los comunistas de inspiración gramsciana. En la 
misma época los yugoslavos reunían todos los años en el balneario croata de Cavtat 
a unos doscientos políticos e intelectuales de izquierda de todas las tendencias y de 
todos los continentes. Eran debates durísimos, plenos de espíritu crítico e 
imaginación. El Muro aún no había caído. Faltaban quince años para que se 

desmoronara. 

En Chile, socialismos libertarios y socialismos marxistas se fundieron en la década 
de los treinta en el Partido Socialista, que hizo de la crítica al estalinismo y a la 
experiencia de dictadura del proletariado del este europeo una de sus banderas 
ideológicas durante la mayor parte de su historia, decenios antes de la caída del 
Muro. 

Traigo esto a colación no por el afán de redimir a la izquierda revalorizando las 
disidencias de ayer, sino para señalar que hay mucha reflexión acumulada sobre 
un proyecto de sociedad alternativo al capitalismo, y también alternativo al modelo 
comunista de Europa del Este y Asia, bastante tiempo antes de la lápida de 
Fukuyama y su “fin de la historia”. No es efectivo que la caída del Muro haya 
significado que la izquierda quedó sin proyecto: para parte importante de la 
izquierda, la mayoría de la que hoy subsiste, ese no fue nunca su proyecto, si bien 



el posicionamiento frente a la realidad del entonces llamado “campo socialista” iba 
desde el respeto, a veces oportunista, a veces sincero, hasta la condena. 

En todo caso, el agotamiento de la propuesta socialdemócrata generó un cuadro en 
que los dos protagonistas de la historia de la izquierda en el siglo XX, el movimiento 
comunista y la socialdemocracia quedaron huérfanos de proyecto. El socialismo 
perdió referente real, imperfecto, desviado, incompleto, pero referente real al fin. 
Sólo una pequeña nación como Cuba se aprestó a resistir los embates del nuevo 
Leviatán: el mercado. El impacto ha sido grande y ha limitado la capacidad de la 
izquierda de elaborar, sobre algunas bases propias ya formuladas más otras nuevas, 
un proyecto diferente del comunismo soviético y que vaya más allá de los intentos 
importantes de humanización del capitalismo realizados por los socialdemócratas 

nórdicos, zarandeados también por el maremoto neoliberal. 

El punto que quisiera plantear es que esta ausencia de proyecto creíble deriva no 
tanto y no sólo del derrumbe del Muro y del agotamiento socialdemócrata, sino del 
rol que progresivamente fue adquiriendo el mercado en la vida de las sociedades 
modernas, con el consiguiente desplazamiento del ciudadano por el consumidor y 
de la solidaridad por el individualismo. 

De esta manera, el debate actual pareciera constituirse entre dos opciones: una, la 
que cabalga el mercado no regulado ---yo diría libertino--- como gran fuerza motora 
del desarrollo capitalista. La otra, aquella que critica los evidentes excesos del 
capitalismo ---entre otros su vaciamiento ético y las enormes desigualdades que 
consagra--- y que postula atemperarlas. Ambas opciones, que tienden a 
encontrarse cuando se aproximan al espacio político denominado “centro”, no 
ponen en cuestión las bases estructurantes del actual sistema hegemónico. 

Surge así, en el universo de la política, un mundo de ambidextros. Está conformado 
por una derecha que desarrolla una cierta sensibilidad social ante las miserias 
extremas, materiales y morales que el sistema genera y un “progresismo” que se 
bate, con más o menos éxito, por contradecir los efectos naturales del mercado pero 
sin ponerlo decisivamente en su lugar. Por esta vía la administración del Estado y 
la gestión de sus asuntos siguen siendo, aún con su pérdida progresiva de 
facultades, espacio de disputa pero también de complicidades que permiten a la 
derecha recubrirse de un ropaje más avanzado y al “progresismo” erigirse en un 
gerente competitivo de la economía desregulada. 

Se quiere que este sea el espacio de la política, excluyendo a quienes no se 
circunscriben a él, por utopistas, milenaristas, maximalistas o promotores de 
imposibles, o cualquier otra calificación con intención peyorativa. En la 
consagración de ese espacio el control de los medios de comunicación juega un rol 
primordial: la construcción de una opinión pública con opciones circunscritas es 
una necesidad vital para su mantención. 

En el caso de Chile el fenómeno adquiere un carácter extremo y por eso mismo 
insoportable. En nuestro país, mucho antes de la caída del Muro y cuando recién se 
insinuaba la decadencia socialdemócrata, la izquierda sufrió el golpe más duro de 
su historia: el 11 de septiembre de 1973. Treinta años después surge una vez más 
la necesidad de una reidentificación y la vía apropiada es la formulación de un 
nuevo proyecto que ensanche el espacio del debate y las opciones. 



Un proyecto de izquierda es necesario para abrir un territorio donde pareciera 
haberse acallado ---atención, los medios una vez más---y eliminado la crítica a 
fondo al capitalismo. Se requiere también para salir al paso a una derecha que, en 
su beneficio, declara superada la separación entre izquierda y derecha y a lo más 
admite diferencias entre un centro-derecha y un centro-izquierda que, se sostiene, 
debieran “alternarse” en el poder. El discurso de la “alternancia” es uno de los 
artilugios más vistosos del espacio circunscrito que he mencionado. Porque, ¿puede 
hablarse de alternancia en un país donde el poder económico y comunicacional está 
tan soberbiamente desequilibrado a favor de la derecha? ¿Habrá también 
“alternancia” en la dirección de los grandes conglomerados financieros? ¿O en la 
dirección de “El Mercurio” o de los canales privados de televisión, habrá también 
“alternancia”? 

La izquierda chilena intenta diversamente, desde múltiples distintos lugares, 
reconstruir un proyecto. Resurge el viejo debate sobre el socialismo y la democracia 
al que Eugenio González y Salvador Allende, entre otros, contribuyeron 
grandemente. En la década de los setenta, en Chile y en el exilio, la izquierda 
chilena retomó esa discusión quedó estremecida y, luego, dividida. Hoy de nuevo 
textos recientes y no suficientemente difundidos y analizados vuelven a proponer el 
debate democracia-socialismo con una intención reconstructora. Menciono a lo 
menos tres: los aportes de Manuel Antonio Garretón, entre otros “Perspectivas del 
socialismo en el siglo XXI”, publicado en el 2000; el trabajo de Tomás Moulian 
publicado el mismo año bajo el irónico título de “La Quinta Vía” y las reflexiones 
políticas cargadas de densidad teórica que ofrece Gonzalo Martner en su libro “El 
socialismo y los tiempos de la historia” publicado el 2003. 

En este libro Gregorio Angelcos y Carlos Díaz dan un nuevo paso en su larga y 
fructífera colaboración intelectual, para expresar desde su perspectiva el malestar 
que invade a las mujeres y hombres de izquierda al constatar el vacío de propuestas 
y, no sólo eso, muchas veces la resignación frente a ese vacío. Se inscriben con 
fuerza en esa tarea reconstructora que señalo. 

Angelcos y Díaz nos recuerdan que no hay que dejarse llevar por el conformismo. La 
falta de vigor de un pensamiento de izquierda en el Chile de hoy, que ponga en 
cuestión las “verdades” que da por establecida la hegemonía del pensamiento 
economicista y mercantilista, no es un destino ineluctable propio del período 
histórico que vivimos. Es, en buena parte, responsabilidad de nosotros mismos. 

Angelcos y Díaz nos lo recuerdan y de modo descarnado hacen una vivisección de la 
izquierda y la sociedad chilena y esbozan senderos de reconstrucción. Como 
Gramsci, de inteligencia pesimista y de voluntad optimista, los autores, dos 
auténticos socialistas de la mejor tradición libertaria, nos desafían ahora a 
repensarlo todo, a criticarlo todo. En buena hora. 

Jorge Arrate 

 

 

 

 



CAPITULO I: 

Chile atrapado en la telaraña de su “democracia real” 

A fines de 1988 el país se encontraba dividido entre los partidarios de establecer un 
sistema democrático para la sociedad chilena al termino del siglo veinte, y quienes 
se identificaban con el régimen militar que mantenía intervenido el país durante 
diecisiete años. La situación fue resuelta mediante un plebiscito nacional que 
determinó el termino formal de la dictadura y el advenimiento de una nueva 
democracia. Luego vinieron las primeras elecciones presidenciales del período en la 
que se enfrentaron los mismos bloques políticos que se habían confrontado en el 
pasado reciente, y el resultado fue el triunfo de la alianza constituida por la 

denominada Concertación de Partidos por la Democracia, que integraba en sus filas, 
al Partido Demócrata Cristiano, al Partido Socialista, al Partido Radical, y a dos 
sectores emergentes, el Partido Por La Democracia y el Partido Humanista. Los 
adversarios en el contexto fueron el contingente que integró las filas y participaron 
activamente de la administración de Pinochet, una derecha mixta formada por los 
viejos cuadros de la derecha histórica que conspiró contra el gobierno 
constitucional del presidente Allende en la década del setenta, y una generación de 
gremialistas que emergieron de las universidades intervenidas por la dictadura, 
ambos sectores se articularon a principios de la década del noventa en dos partidos 
aparentemente renovados del viejo discurso político de la derecha y de sus practicas 
tradicionales. Se trataba de Renovación Nacional y la Unión Demócrata 
Independiente (UDI); partidos que fueron el soporte político del régimen dictatorial, 
y que se expresaron ante la opinión pública en este nuevo escenario como La 
Alianza por Chile. Un tercer sector, fueron el Partido Comunista, el Frente Patriótico 
Manuel Rodríguez, un reducido contingente del Movimiento de Izquierda 
Revolucionario (MIR), sectores socialistas disidente de su orgánica tradicional, 
grupos populares provenientes del mundo cristiano, y otras agrupaciones de la 
izquierda de menor representación social. El tránsito de los primeros años fue de 
una gran complejidad, el país se encontraba entrampado entre la necesidad de 
avanzar en una transición que fuera despejando las secuelas dejadas por la 
intervención militar, y la presencia de poderes fácticos que miraban con 
desconfianza y con desprecio al nuevo gobierno constitucional presidido por Patricio 
Aylwin, jefe de gobierno y primer vocero de la nueva propuesta gubernamental. De 
hecho, el comandante en jefe de las Fuerzas Armadas continuaba siendo el 
represivo dictador, quien ahora regresaba a su rol histórico, a pesar del enorme 

respaldo ciudadano de las nuevas autoridades. La democracia naciente comenzaba 
a evidenciar sus debilidades, pues su marco de acción estaba determinado por la 
constitución política de 1980, carta fundamental elaborada por viejos colaboradores 
de la dictadura, quienes diseñaron una normativa a la medida del dictador, y un 
conjunto de criterios destinados a garantizar un control sobre los procesos de 
democratización, para evitar cualquier iniciativa que persiguiese la transformación 
del modelo más allá de su estrategia restrictiva. La idea central era la consolidación 
y la paulatina legitimación del sistema para que se desenvolviese sin que existiera 
posibilidad de vulnerar sus aspectos más esenciales. Hubo sin embargo, algunas 
operaciones de maquillaje, como el plebiscito destinado a suprimir los artículos 
transitorios (eminentemente coercitivos y de acomodo a los intereses personales del 
dictador), de los cuales fueron participes los bloque políticos de mayor importancia. 
Se habló de reformas a la constitución para mejorar el escenario democrático. Eran 
sin duda los recursos tácticos posibles de la Concertación, y los criterios limites de 
flexibilización que estaban dispuestos a negociar los partidos de derecha. Por otra 
parte, aparecía en el contexto un sector empresarial sólido, de gran presencia 



gremial, potenciado y privilegiado durante los años de dictadura, ideologizado y 
claramente pragmático. En su mayoría eran partidarios del régimen saliente, y por 
lo tanto evidenciaban una posición defensiva y opositora a la eventual gestión del 
gobierno democrático. El principio que movía principalmente a la derecha política 
era la defensa del modelo económico y la institucionalidad legada por la dictadura 
militar. Además de, una resistencia incondicional en el campo jurídico y político, 
destinado a defender a militares y funcionarios del régimen anterior involucrados 
en violaciones a los derechos humanos, fenómeno que se mantiene hasta el día de 
hoy. El mundo judicial permanecía en una actitud parcial frente a las querellas 
interpuestas por familiares de detenidos desaparecidos, torturados y victimas de 
terrorismo psicológico, todas acciones de represión y control realizadas por los 
organismos de seguridad en el país. En este espacio, sobresalieron algunos jueces 

que se atrevieron a ejercer en plenitud sus funciones, siendo algunos de ellos 
destituidos en el período por los magistrados de la Corte Suprema. Solo la Iglesia 
Católica junto a otras agrupaciones religiosas proyectaron su obra de apoyo a los 
desamparados durante los diecisiete años anteriores. La descentralización y 
reducción del Estado fue otro de los legados, el fundamento de esta medida estuvo 
destinado a radicar la soberanía económica casi exclusivamente en el sector 
empresarial, debilitando el rol del Estado en su función de continuar siendo un 
soporte en la defensa de la sociedad civil. La protección del gobierno a los 
trabajadores se vio claramente disminuida, quedando cada vez más al arbitrio de 
sus empleadores directos. En otro ámbito, las organizaciones sindicales 
reaparecieron en esta democracia restringida sin un peso especifico que pudiese 
establecer ciertos equilibrios en las relaciones con el mundo empresarial. De hecho, 
las organizaciones más perseguidas durante los años de dictadura fueron los 
sindicatos, las federaciones estudiantiles, las agrupaciones de pobladores, entre 
otras. No está demás actualizar la información sobre las reformas laborales que 
minimizaron la acción organizada de los trabajadores, favoreciendo ampliamente al 
sector patronal. Se reguló el derecho a huelga entregándole un conjunto de 
privilegios a los empleadores, se le dio un marco jurídico desigual, y se 
disminuyeron considerablemente las normas de protección al trabajador. Este fue el 
diseño ideado por los juristas de derecha convocados por la dictadura para crear 
condiciones favorables en el momento de la entrega del poder. En otras palabras, el 
poder fáctico del régimen militar ejercido desde su propia institucionalidad, se 
proyectó en democracia como un poder visible e invisible a la vez, situándose en 
espacios estratégicos de la sociedad para operar como un mecanismo coercitivo de 
control social. 

El contexto internacional 

En el contexto de Occidente ocurren cambios de enorme trascendencia que influyen 
significativamente en el acontecer nacional. Por una parte, se observa la crisis de 
los autodenominados socialismos reales, y en consecuencia la crisis de algunos 
conceptos de su ideología. Caen los Estados de partido único y economía 
centralizada, incluyendo a la Unión Soviética. Simultáneamente, se impone un 
nuevo orden internacional y se entra a un escenario económico y político global, 
cuyo eje estratégico radica en los Estados Unidos. La política económica adquiere 
una preponderancia clave desde una perspectiva macro nacional, y la interacción 
de este proceso sumado a la vertiginosidad tecnológica de las comunicaciones van 
transformando las costumbres y modificando las expectativas del sujeto concreto. 
El status y otras consideraciones subjetivas de la vida social de un pueblo es 
penetrada por una cultura del consumo, la comunicación audiovisual reemplaza al 
libro y sus contenidos a un segundo plano, imponiendo una cultura de la 
entretención, la superficialidad y la búsqueda del éxito personal en el corto plazo. 



Desaparecen del juicio ciudadano los proyectos ideológicos, y los partidos políticos 
con mayor o menor énfasis se mimetizan en un discurso público relativamente 
homogéneo. La opinión pública debilita su conocimiento respecto de lo que 
representan los partidos políticos, a los cuales observa a la distancia o través de 
representantes que debaten en la televisión o en programas de radio. En términos 
generales, la gente no conoce la simbología, ni los fundamentos conceptuales que 
dan sentido a la existencia de un determinado partido político. ¿Que es el 
liberalismo, el socialismo, el humanismo cristiano, el neoliberalismo, el comunismo 
o el humanismo, para un vecino de la ciudad de Santiago, de Valparaíso, Arica o 
Concepción?. Y ¿Que significan estos mismos conceptos para el partido Renovación 
Nacional, Socialista, Demócrata Cristiano, Radical, Comunista, UDI, Humanista?. 
En realidad, la opinión pública ejerce su derecho a voto de manera desinformada, 

desconoce los proyectos políticos de los partidos, proyectos que a veces desconocen 
los dirigentes de las propias organizaciones, y por lo tanto el escenario electoral se 
mueve sobre consideraciones subjetivas. Aquí funciona el sujeto con sus 
características individuales, tienden a desaparecer los perfiles corporativos, y se 
promueve la imagen de quien pretende representar a una determinada masa 
ciudadana en el poder legislativo. Es en cierta medida una política de espectáculo; 
donde el discurso público se reduce a intervenciones coloquiales, gestos artificiales 
de afecto por los problemas de los demás. En síntesis, es una construcción cínica, 
un mercado de propaganda y ofertas que el elector no cree demasiado. Una vez 
electo un parlamentario en representación de un distrito, asume su rol de legislador 
y por lo tanto actúa por “mandato”, y paradójicamente con plena libertad de acción 
para pensar y decidir la legislación que regula la vida social. Como la opinión está 
desinformada de las gestiones que realiza su parlamentario, suele ocurrir que “mi 
delegado” actúa en contradicción con mis propios juicios o intereses respecto de 
determinadas materias, o por lo tanto, el país va cambiando su fisonomía al margen 
de los criterios que determinan corrientes de opinión en la sociedad civil. Se 
privatizan empresas, se reforman los sistemas financieros, se modifican las leyes 
laborales, se imponen reforman al margen de la voluntad de los interesados. Y así 
se va consolidando una estructura legal que relativiza cada vez más los derechos, 
las libertades y la capacidad de decisión del sujeto concreto. 

La primera trampa de nuestra democracia: La ley de partidos políticos y el 
sistema binominal. 

Es de conocimiento público que este sistema estimula la constitución de bloques de 

partidos para alcanzar representaciones en el parlamento, y esta misma condición 
de bloques potencia la fuerza para alcanzar la presidencia de la república. Con este 
sistema, las minorías quedan marginadas y sin acceso permanente, casi perpetuo a 
los poderes públicos del Estado. En relación con los requisitos para la formación de 
un referente político, la ley establece un criterio de proporcionalidad entre la 
cantidad de afiliados con el número de habitantes de cada una de las regiones de 
nuestro país, lo que constituye una norma de discriminación a las minorías, 
restringiendo a una situación de número, la libertad de asociación. Ambos criterios 
son un marco restrictivo categórico para la participación del ciudadano en política, 
y no hace viable un sistema político dinámico y con posibilidades de evolucionar en 
el tiempo. Estamos en presencia de un sistema estático y por lo tanto reaccionario 
en sus lógicas. Los bloques principales se mantienen integrados básicamente por la 
conveniencia de acceder al poder, y la estructura de partidos políticos permanece 
incólume pues aquel partido que se retira de una de las alianzas, queda 
irremediablemente condenado a no tener representación pública y por lo tanto sin 
capacidad objetiva de participar en la toma de decisiones de carácter nacional. Esta 
situación le ocurre a partidos como el comunista y humanista que suman entre 



ambos alrededor del 6% del electorado y por tanto su capacidad de influir sobre 
decisiones trascendentes es prácticamente nula. Otro aspecto antidemocrático de 
este tipo de democracia es que con esta normativa se impide la formación de nuevos 
corrientes de opinión que puedan participar del sistema político. El requisito de 
cantidad y las exigencias monetarias para su inscripción en la legalidad dada, 
hacen prácticamente imposible la constitución de nuevas fuerzas con proyectos 
distintos al existente. Es así como al interior del sistema aparecen grupos como la 
surDa, los ecologistas, liberales históricos y otros que tienen representación en 
determinados estamentos sociales como son los sindicatos, los centros de alumnos 
universitarios, y que están limitados a realizar gestión desde su óptica, en contextos 
reducidos y con estrategias de acción en las calles para reaccionar frente a medidas 
como la comercialización que se hace de la educación, la eventual privatización de 

la salud, en fin, incluso los sistemas de previsión actual, las privatizaciones de las 
empresas pertenecientes al Estado a través de la CORFO con todas sus 
irregularidades y otras medidas que radicaron un conjunto de funciones de 
administración desde el sector público al sector privado fueron realizadas por la 
dictadura, al margen de la voluntad de la opinión pública. En un análisis 
comparado entre la democracia chilena comprendida entre los años 1925 y 1973, y 
la actual democracia, desde 1989 en adelante, los espacios de libertad y 
participación pública son ampliamente favorables a la primera. Por ejemplo, La 
Falange Nacional que dio origen a la Democracia Cristiana, fue un grupo de jóvenes 
progresistas del mundo católico que se escindieron del Partido Conservador para 
iniciar su propia experiencia política, se trataba de un grupo reducido pero 
interesante en cuanto a su propuesta de país, lo que la D.C., denominó como La 
Revolución en Libertad fue un proceso que implementó una reforma agraria 
destinada a racionalizar la propiedad de la tierra, potenció el desarrollo de la 
pequeña y mediana empresa y abrió la democracia hacia la base social 
promulgando la ley que creó las juntas de vecinos, entre otras obras importantes. 
La legalidad de la época no fue impedimento para que se constituyeran en una 
nueva fuerza política, en igual situación se encontraban partidos como el socialista, 
el comunista, el nacional en el momento de su fundación, de hecho existieron 
partidos como el PADENA, la USOPO y otros que llegaron a tener representación en 
la cámara de diputados proporcional a su representación electoral. La camisa de 
fuerza que limita la expansión del cuerpo democrático hacia la totalidad de la 
sociedad, situándola en una fronda privilegiada que se ha consolidado a través de 
los años actúa en forma restringida y sin posibilidades efectivas de influencia sobre 
el modelo económico neoliberal que se inició como experiencia durante el régimen 

militar. Este sistema de mercado impide categóricamente la necesidad de ejercer 
transformaciones al esquema político, es más, determina la agenda pública a los 
intereses estratégicos del universo de la empresa y el comercio. Las políticas de 
privatización de los espacios de propiedad pública, son un antecedente ideológico 
del integrismo del modelo, quien se resiste a mantener una estructura diversificada 
que garantice cierto equilibrio en el control social de la economía. Las 
consecuencias indican una concentración de la gestión en manos de sectores 
privados que se potencian con la fragilidad del sistema político facilitando el 
aumento de la brecha entre ricos y pobres. La vida en los sectores laborales 
transcurre casi con absoluta autonomía y en un contexto de dependencia absoluta, 
sujeto a una dominación de normas administrativas y burocráticas creadas por las 
políticas del sector empresarial. Si se agrega la existencia de una legislación laboral 
debilitada en la protección de los derechos del trabajador, podremos dar cuenta de 
la existencia de un segmento orgánico del país donde habita la mayoría de la 
población, y donde el modelo democrático chileno no penetra y es inexistente. El 
desenvolvimiento cotidiano en este sector que cobija a la mayoría de los chilenos 
que requieren de una fuente de trabajo para subsistir, es una vida silenciosa, 



ausente de una participación activa, controlada en su libertad de opinar, y sujeta a 
la voluntad de quienes manejan las estrategias de mercado. Es un espacio sin 
libertades que actúa con criterios rígidos y con un poder discrecional, obligando a la 
enorme masa laboral a vivir en una situación de bajos ingresos y con escasa 
capacidad de movilidad social como si se tratase de castas establecidas por las 
lógicas que subyacen en los fundamentos que dan origen al modelo. Por esta razón, 
la ciudadanía permanece indiferente frente al sistema político, pues su actividad 
macro social no influye ni altera significativamente el acontecer concreto que genera 
los mecanismos de control fáctico, manteniéndolos en una rutina que no se 
transforma positivamente desde la perspectiva de sus intereses inmediatos, ni de 
sus intereses a largo plazo; todo lo contrario, pareciera que a medida que 
transcurre el tiempo, el sistema de dominación y discriminación se legitima, 

derrumbando el estado de animo colectivo y las expectativas de mejorar su calidad 
de vida en un plano integral. Si los salarios son bajos e insuficientes, y las 
posibilidades de crecimiento personal están contenidas permanentemente, el 
individuo de carne y hueso entra en un estado escepticismo respecto de lo que el 
sistema político y la democracia pudiesen ofrecerle en el corto, mediano y largo 
plazo. Las posibilidades de educación y de salud están determinadas por políticas 
de mercado, el aumento del consumo básico restringido por ingresos míseros, el 
acceso a la cultura y diferentes formas de recreación limitado, mientras el país 
crece según los informes oficiales y la riqueza aumenta, pero la redistribución del 
ingreso escapa al ámbito de la política, y por tanto el servicio que presta a la 
sociedad es más formal que real, si entendemos que la política está destinada a la 
búsqueda y a la obtención del bien común. Entiéndase este concepto dentro del 
marco de aproximarse a un modelo con equidad y justicia social, que por las 
características de la organización social chilena se evidencia como un problema 
imposible de superar hasta la fecha. 

La trampa de la democracia representativa actual 

Es un dato evidente que el mercado determina el accionar de la política relegándola 
a un rol secundario, y así lo entiende consciente o inconscientemente la opinión 
pública, por esta razón, su desprecio, y a veces incomprensión y desinformación 
respecto del rol del gobierno y del parlamento. Si a esto sumamos que el discurso 
empresarial, la derecha, y una buena parte de la Concertación, aceptan el juicio 
ideológico de que es imprescindible la descentralización de una serie de funciones 
que antaño desempeñaba el Estado, para radicar parte importante de la 

administración en el sector privado, participan activamente en la debilitación del 
poder público que posibilita la integración y la identidad de la nación. Sin embargo, 
este proceso de traslado no abarca a la totalidad del Estado, pues el poder 
legislativo y el poder judicial permanecen incólumes, es más, la intención de su 
aparente perfeccionamiento ha dotado de mayor infraestructura a ambos y de una 
mayor cantidad de recursos humanos. Entonces, el blanco de este discurso está 
dirigido a restarle poder al ejecutivo, disminuir la capacidad de ejercicio de la 
función de gobierno, reducir su estructura para dejar un conjunto de funciones 
liberadas de un control central que garantice el bienestar y la protección 
equilibrada del conjunto. La presencia de sistemas privados de salud que otrora no 
existían, la administración de fondos previsionales con fines de lucro, el comercio 
que se asume como natural de las políticas de modernización del sistema, y que 
negocia con aspectos esenciales de la vida hombre. Los servicios básicos manejados 
con criterios utilitarios para las empresas como el agua potable y la luz eléctrica, en 
fin, son numerosos los ejemplos. 



Todos estos elementos naturales para una subsistencia digna perdieron su 
connotación humana de servicios para convertirse en un producto de consumo 
regulado por criterios mercantiles. 

El gobierno perdió toda ingerencia en el otorgamiento de estas necesidades de 
atención a la comunidad y con esto restó sus posibilidades de protección material a 
los sectores más desposeídos. En síntesis, la política se convirtió en un tema más 
de mercado, regulado por la ley de oferta y demanda a la cual se adaptan los 
lenguajes de los partidos en las coyunturas electorales. Si la opinión pública 
percibe un aumento de la delincuencia, el discurso se centrará en el objetivo de 
ofrecer un aumento de los servicios policiales en las ciudades de mayor conflicto. Si 
la opinión pública percibe un déficit en la calidad de la educación pública, el 

discurso se centrará en la necesidad de mejorarla con una inyección de recursos 
para infraestructura y capacitación sistemática para el magisterio. Sin embargo, 
ambos ejemplos responden a problemas endógenos y estructurales del sistema. Un 
profesorado pobre por sus escuálidos salarios trabajando en contextos de altos 
índices de marginalidad social y cultural, no permitirán que emerja una nueva 
educación que considere además de conocimientos formales, una mejor 
alimentación de los niños, y una superación cualitativa del ambiente familiar y 
material de sus lugares de residencia. Y la delincuencia es analizada desde una 
perspectiva exógena, vale decir, de las consecuencias y los estragos que provocan 
jóvenes delincuentes a otros ciudadanos; entonces el debate se centra entre la 
necesidad de aumentar los niveles de control y represión, y simultáneamente 
aumentar las penas aflictivas a los involucrados. Esta forma de diagnóstico es 
indudablemente sesgado en su observación de la realidad. Lo cierto es que muchos 
pobladores de zonas urbanas superpobladas, en condiciones de hacinamiento 
inhumano, marginados del sistema por la incapacidad de este de aumentar el 
empleo en forma proporcional al crecimiento demográfico de la población ( dado que 
la derecha se niega a la regulación de este fenómeno con medidas sanitarias como 
el consumo de anticonceptivos y otros), se van deteriorando síquica y valoricamente, 
pierden su racionalidad constructiva, y de paso aumentan sus frustraciones y 
agresividad, las que encauzan a través de la delincuencia. 

Un caso colectivo es el de las barras bravas en el fútbol, en él se sintetizan 
identidad corporativa, deporte masivo y violencia con fines de destrucción y saqueo. 
Estos segmentos sociales que son bastante numerosos, no reciben los beneficios del 
crecimiento económico neoliberal, ni siquiera se interesa en incorporarlos al 

proceso productivo. Nacen desvalidos, crecen desvalidos y perpetúan su aislamiento 
en sus descendencias generacionales, las que reproducirán la cadena, 
disminuyendo la calidad genética de sus congéneres. Basta con apreciar las jergas 
poblacionales, el lenguaje propio a través del cual se comunican, son una 
subcultura que se va alejando paulatinamente de los parámetros formales y el tipo 
de relaciones que establece la vida en sociedad. 

¿Quien asume la responsabilidad de estos fenómenos contemporáneos?. ¿El Estado, 
la Iglesia, las empresas, los partidos políticos, todos, o los propios afectados por el 
flagelo de la pobreza y la marginalidad?. Es un problema estructural que no está 
como preocupación central de un país donde la mayoría de los estamentos descritos 
se desenvuelven en un ámbito de conflicto vinculado a grandes intereses como 
políticas de importación y exportación, legislaciones que en su mayoría beneficia a 
los empresarios en desmedro del sector laboral. Es frecuente ver en la parte alta del 
Congreso Nacional en Valparaíso a diferentes organizaciones sociales rechazando a 
punta de gritos y consignas, la aprobación de leyes que perjudicarán sus intereses, 



y a la policía expulsándolos por la fuerza. ¿Libertad de expresión, debate lateral, 
multilateral?. Generalmente, aprobación unilateral del parlamento de una 
normativa ajena a los trabajadores de muchos sectores productivos del país. 

Dos preguntas surgen de esta última reflexión: ¿El país no crece?, y luego, ¿En el 
parlamento no están representados la mayoría de los partidos políticos, y por tanto 
diversas formas de opinión frente a cada tema?. 

El sistema de partidos políticos como una totalidad, las variantes de pensamiento. 
(La ideología neoliberal es el marco conceptual que regula el ejercicio de la política 
en Chile). 

Los partidos políticos son fantasmas colectivos que cumplen con requisitos de 
numero y poseen estructura nacional, pero el conservadurismo del sistema que los 
regula más sus propias lógicas internas los mantiene detenidos en una condición 
funcional. Las castas que se vienen reproduciendo desde el año 1988 actúan 
burocráticamente sobre el mismo, sin cuestionar la legitimidad de su origen ni los 
contenidos de la legalidad que fija los criterios de funcionamiento del sistema 
político. Este sistema de partidos fue constituido por quienes cumplieron los 
requisitos establecidos por la ley para su existencia. Todos fueron condescendientes 
con el modelo y así entraron en el juego de una democracia restringida los partidos 
Demócrata Cristiano, Socialista, Radical y Partido Por La Democracia, que 
conforman a través de una alianza a la Concertación gobernante durante los únicos 
tres períodos presidenciales, posteriores al termino de la dictadura. Por otra parte, 
están los partidos de derecha, Renovación Nacional y la Unión Demócrata 
Independiente, UDI, y finalmente, el Partido Comunista y el Partido Humanista. 
Como la cuestionada ley exige un requisito cuántico para acceder a su existencia 
que es de sesenta mil militantes por cada uno de ellos, el universo político orgánico 
aceptado es de cuatrocientos ochenta mil inscritos, una cifra que alcanza al quince 
por ciento promedio de ciudadanos inscritos en los registros electorales. Sólo desde 
este contingente de personas podrán ser electas las autoridades públicas, pues a 
pesar de que el sistema contempla la postulación de los independientes a cargos 
como las senadurías, diputaciones, alcaldías y concejalías, en la practica esta 
posibilidad de acceder al ejercicio de un cargo de representación es imposible por 
las características del sistema binominal que obliga a los partidos políticos a sumar 
fuerzas en bloques mayores que integren a un conjunto de partidos para que la 
suma compartida de votos permita reunir los suficientes para conseguir un cupo en 

un determinada circunscripción, distrito o comuna en cualquiera de las regiones 
del país. 

Si agregamos a este argumento que los verdaderos activos de los partidos no son 
efectivamente más del diez por ciento de su volumen real, la cifra original se reduce 
a cuarenta y ocho mil militantes con posibilidades de acceder a uno de los cargos 
públicos mencionados, algo así como, el uno coma cinco por ciento de los 
ciudadanos inscritos en el sistema con posibilidades representar a sus pares. El 
resto, alrededor de tres millones y medio de ciudadanos están marginados 
absolutamente de acceder a un cargo público a perpetuidad. Sólo podrán ejercer su 
derecho de elegir pero en ningún caso de ser elegidos. 

Estás lógica numérica demuestra el carácter discriminador del sistema electoral 
chileno, pues a través de este mecanismo establecido privilegia a un sector 
minoritario de la población a participar del gobierno, del parlamento y las alcaldías. 
No más allá de seis mil personas por cada partido tendrán una posibilidad de 



ejercer cargos públicos en esta democracia restringida, por lo que el sistema de 
representación se desdibuja a partir de las limitaciones que establece la legislación 
vigente. 

Estos criterios no han sido elaborados al azar, sino representan una estrategia 
institucional de dominación que garantice en la reproducción del poder a los 
mismos actores a través del tiempo. Entonces el país se encuentra entrampado en 
la telaraña de una democracia formal. Si realizamos además una mirada endógena 
hacia cada uno de los partidos políticos descritos, donde se han venido 
constituyendo verdaderas oligarquías basadas en sus propias tradiciones culturales, 
y el poder del dinero que hace efectivo su financiamiento, llegaremos a la 
conclusión que entre el activo de seis mil militantes promedio, pueden situarse en 

el poder político del sistema alrededor de seiscientos militantes por partido que se 
rotan en distintas funciones. No más allá de tres mil seiscientos personas, pues hay 
que descontar a las minorías institucionalizadas, como el partido comunista y el 
partido humanista cuya representación es inexistente a pesar de que los 
porcentajes de representación social debería asignarles a través de otro 
procedimiento electoral, (como por ejemplo el de cifra repartidora) algunos 
parlamentarios, alcaldes y concejales a través de algunas regiones del país. 

Entonces esta democracia es gobernada por una partidocracia, que a su vez está 
controlada por minorías autárquicas y o oligárquicas, las que funcionan con lógicas 
totalitarias. Se trata de una subcultura política que atraviesa todo el espectro de 
partidos y que elaboran sus estrategias con un estilo conspirativo; de tal manera 
que, lo que aparece como un modelo político democrático para la ciudadanía en la 
forma, en sus contenidos más sutiles no lo es; por lo que habitamos en un tipo de 
democracia que en una dimensión más global es antidemocrática. 

¿Que representan los partidos políticos chilenos en el marco de nuestra democracia 
real?. ¿Izquierdas y derechas?. 

Es necesario aclarar que los partidos políticos chilenos están insertos en el contexto 
de un sistema económico neoliberal, cuyo peso hegemónico es tan influyente que 
determina el marco de acción de la totalidad de los partidos que cuentan con 
representación parlamentaria con diferentes énfasis. 

En el caso de los dos partidos de derecha, la Unión Demócrata Independiente, UDI, 
y Renovación Nacional, son herederos de la vieja tradición conservadora en temas 
valóricos con algunas excepciones individuales, pero corporativamente representan 
una moral que condiciona la libertad del individuo a asumir responsablemente sus 
propias decisiones. Temas como el concepto de familia, el divorcio, la libertad 
sexual, el uso de anticonceptivos, y un conjunto de otras relaciones entre 
individuos en sociedad se mantienen como dogmas irrenunciables de una cultura 
que se contradice con la apertura intelectual que frente a estos se argumenta en el 
siglo veintiuno. Su proyecto dogmático busca una instalación de facto a través de la 
educación y el discurso público mediático para socializarlo a la totalidad del país, 
careciendo de un reconocimiento a la diversidad en estas materias. 

En materia económica continúan representando los intereses de los sectores 
empresariales, avalan a través de su juicio y acción política, la concentración de la 
riqueza en grupos económicos que concentran la mayor parte de las empresas 
estratégicas y del sector financiero del país, y son funcionales en materias de 
legislación en el parlamento para darle al modelo, las formas jurídicas necesarias 



para su consolidación y perpetuación a través del tiempo. Sin embargo, su estilo de 
manipulación hacia la sociedad civil es más compleja, pues hacen uso de un doble 
lenguaje, que les ha permitido penetrar con su discurso en sectores populares a los 
cuales no llegaba la derecha de las décadas comprendidas entre 1925 y 1973. 

En este nuevo escenario abordan temas como la pobreza, la marginalidad social, 
cultural y educacional de los más desposeídos con la suficiente retórica como para 
convencerlos de que existe por parte de su sector, una verdadera preocupación 
respecto de sus necesidades e intereses mediatos e inmediatos. Discurso que se 
contradice con las decisiones asumidas en los espacios del Estado donde han 
alcanzado representación a través de los procesos electorales contemplados para 
elegir representantes. Es frecuente verlos actuar en contra de los intereses de los 

sectores laborales en la aprobación de leyes especificas. Leyes que afectan en 
algunas oportunidades al presupuesto del propio Estado del cual forman parte, y en 
otras a grupos corporativos, como sería el caso de temas como la flexibilidad laboral, 
entre tantos otros. 

El poder de la derecha se ve fortalecido por el contexto institucional que ampara su 
accionar, y le permite en esta articulación con los grupos económicos ir creciendo 
paulatinamente. 

Sin embargo, al mundo empresarial le resulta relativamente indiferente la presencia 
en el poder ejecutivo, de la derecha política o de la Concertación, que es el otro 
bloque en condiciones de ejercer el gobierno en este marco constitucional 
restringido. 

Sujetos ambos a las mismas reglas del juego como se ha señalado anteriormente, 
estos últimos, se manejan en un debate de mayor contradicción con los dueños del 
modelo económico, haciendo esfuerzos por garantizar un escenario laboral de 
mayor ecuanimidad entre trabajadores y empresarios, pero su debilidad a veces, y 
en otras su condescendencia, los hace aparecer como viables para los intereses 
estratégicos de los grupos económicos. La Concertación es un grupo de mayor 
heterogeneidad en la composición de su alianza. Su arco cobija a cristianos en la 
Democracia Cristiana, socialistas, radicales o social demócratas, y finalmente, el 
Partido Por La Democracia (PPD), originariamente fundado por socialistas, radicales, 
liberales y otros segmentos menores. Pero a su vez, cada uno de estos partidos 
expresan a grupos con visiones y propuestas de país diferentes entre si, cuyo 

alcance se encuentra mediatizado por los acuerdos transversales de las cúpulas, 
quienes se han puesto de acuerdo en un programa de gobierno a través de tres 
períodos presidenciales para consolidar la democracia restringida y darle 
gobernabilidad al país. 

En el caso de la Democracia Cristiana pareciera ser que la voluntad mayoritaria de 
sus autoridades se muestra conforme con el modelo económico neoliberal, y que 
sus fundamentos históricos basados en el humanismo cristiano y las encíclicas 
papales como La Rerum Novarum entre otras, forman parte de una bibliografía 
“espiritual” que se condice con los fundamentos reales que le permiten actuar en la 
política contingente del país, es difícil precisar, si al menos están considerados 
dentro de un proyecto estratégico de mediano o largo plazo. La verdad es que el 
tema filosófico está ausente o enterrado en el baúl de los recuerdos, y solo forma 
parte de la retórica que le proporciona una cierta identidad como partido. 



El partido socialista vegeta en el sistema político y mantiene un intenso debate 
interno que va en la búsqueda de dotarlo de un sentido, con la necesidad de 
reencontrarse con un perfil desde el punto de vista de su discurso, ya que su 
proyecto intelectual se vio remecido con la caída de los “socialismos reales”, y la 
crítica que se hizo en la década de fines de los ochenta y comienzos de los noventa 
en relación con el marxismo, el leninismo, y otras expresiones de la misma ideología. 
Sin embargo, sectores del socialismo iniciaron un proceso conocido como la 
renovación socialista, destinado a revalidar la aceptación del sistema democrático, 
situándose como una alternativa al esquema centralizado y monopartidista de los 
“socialismos reales”. El tema es sin duda de mayor complejidad y abarca aspectos 
relacionados con el concepto de propiedad, las diferencias en el tratamiento 
analítico del capitalismo, y se radicaliza en la propia caracterización del socialismo 

entre aquellos que ven la idea socialista plasmada en un sistema social superior al 
capitalismo, y otros que describen al socialismo como una teoría de valores que la 
acción de su partido debe incorporar en un programa determinado con la finalidad 
de aproximar el mundo de la pobreza al mundo de la riqueza en un contexto de 
cohabitación social determinada, regulado por un estado de derecho que esté 
impregnado de libertad, solidaridad, equidad y justicia social. Ambos propósitos, en 
la practica no pasan de ser un debate teórico al interior del sector pero cuya 
trascendencia es inexistente en la realidad social. Ni renovación ni ortodoxia son 
aspectos teóricos relevantes para la acción política del partido socialista dentro de 
su alianza, ni del gobierno de la Concertación del cual participa, menos conocidas 
son estas diferencias y propósitos entre su electorado y la sociedad civil en su 
conjunto. 

Lo efectivo es el control de la dirección del partido socialista por grupos afines al 
modelo económico neoliberal que avalan a través de su gestión en el parlamento y 
en los cargos ejecutivos del gobierno, políticas que institucionalizan cada vez más el 
sistema, discriminando de este los volúmenes de poder que pudiesen generarse 
desde los sectores laborales, desequilibrando con su accionar la balanza en favor de 
los sectores económicos de mayor poder e influencia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

CAPÍTULO SEGUNDO 

(A LOS EMPRESARIOS LES ES INDIFERENTE EL SISTEMA DEMOCRÁTICO) 
Modelo económico neoliberal: el poder del dinero gobierna en Chile 

“Que tengamos que ver con la justicia social es sencillamente una superstición del 
tipo de las que, por respeto a la paz, podemos admitir en la medida que ello hace 
felices a sus partidarios, pero contra lo que debemos luchar cuando esos principios 
pretenden ser impuestos a otros hombres. La creencia predominante en la justicia 
social de la actualidad es naturalmente la mayor amenaza a los demás valores de 
una civilización libre”. 

Friedrich Hayek, economista austriaco, fundador de la Sociedad Mont Pélerin y el 
neoliberalismo. 

Liberalismo y Neoliberalismo: Contexto Histórico 

El concepto liberalismo, designa una filosofía política que se funda en el valor de la 
libertad individual, tal como, identifica una perspectiva de análisis frente a los 
mecanismos que rigen el funcionamiento de la economía, cuyos principios básicos 
fueron formulados por Adam Smith. Entre ellos destacan, que el proceso de 
comercio e intercambio entre distintos sujetos, tiene tanto propiedades de eficiencia 
para lograr el bienestar colectivo, como de exaltación de la libertad; el mercado es 
un orden espontáneo para la asignación de recursos, esta máxima no sólo es 
aplicable a los individuos, sino que también es válida para las naciones, por ello, el 
intercambio entre ellas no sólo acrecentará la riqueza mediante la división 
internacional del trabajo, sino que tenderá a reducir las tensiones o conflictos 
políticos, inclusive las guerras; y, la política pública -gestión del estado- debería 
limitarse a las preocupaciones que le son comunes a los individuos, como la 
libertad, la seguridad, la justicia, etc. Una breve síntesis conceptual de lo reseñado, 
nos permite señalar que, las reglas de oro del liberalismo dieciochesco, colocan 
énfasis en un compromiso con la libertad personal, individual, definida como la no 

interferencia en las creencias, subrayando para los individuos la búsqueda de sus 
objetivos privados; la creencia irrestricta en una política de estricta libertad 
económica, lo que se ha conocido como laissez faire (dejar hacer); y, una doctrina 
en que se limita al Estado, casi exclusivamente a asegurar las funciones básica 
para la organización de la sociedad, particularmente, las tareas de asegurar y 
proteger la libertad, velar por la seguridad y la justicia. Durante el último cuarto del 
siglo XIX, teniendo como telón de fondo una aceleración de la revolución industrial, 
por una parte y, por otro lado, una creciente confrontación entre el capital y el 
trabajo, un nuevo contingente de economistas herederos de la tradición smitiana, 
perfeccionan su máxima de la mano invisible y reformulan otras metáforas, 
remozando el basamento del liberalismo, con lo que el ideario económico liberal 
adquirió nuevos bríos. Pero, mientras, esto ocurría en la esfera de la economía, en 
el plano, especialmente, político, los liberales, comenzaron a admitir un mayor 
intervencionismo del estado para corregir, particularmente, las injusticias sociales. 
Sin duda, que esta falta de correspondencia entre los planteamiento de orden 
económico y aquellos del campo político, incidieron en su debilitamiento. Pero, será 
la grave crisis mundial ocurrida en 1929, la que lo hará caer en el descrédito, pues 



no contaba con un plan o con medidas concretas que ofrecer ante la desocupación 
de millones de hombre, ni ante la recesión que se abalanzó sobre los países del orbe. 
La decadencia del liberalismo económico, será potenciada por la denominada 
revolución keynesiana que significó el triunfo de las ideas que propugnaban el 
establecimiento del Estado de Bienestar, vale decir, será el Estado el órgano de la 
sociedad quién ejecutará un conjunto de acciones públicas tendientes a garantizar 
a todos los ciudadanos de una nación el acceso a un mínimo de servicios que 
mejoren sus condiciones de vida. De esta manera, a partir del término de la 
Segunda Guerra Mundial, todos los gobiernos de occidente, aplicaron como 
fundamento de su política económica el manejo de la demanda agregada, junto con 
una política de gastos que tenía múltiples funciones, entre las que destacan el 
propender a garantizar el pleno empleo, con sus lógicas consecuencias de 

conectarla con un mejoramiento del bienestar social; igualmente, buscaban 
estimular el proceso de crecimiento de sus mercados internos. Asimismo, este 
Estado intervensionista diseñaba políticas que posibilitaran el acceso a la 
educación, a la salud, la vivienda digna, un sistema de pensiones, seguros de 
desempleos, entre otros, a la población, especialmente, aquella de menores ingresos. 
En el caso chileno, a partir del gobierno del Frente Popular y la creación de la 
Corporación de Fomento de la Producción (CORFO, 1939) que con su política de 
reformas y fuerte intervencionismo en el proceso económico, es que se inicia el 
proceso de industrialización, mediante la modalidad de sustitución de 
importaciones, la inversión en infraestructura, la creación de empresas estatales 
que buscan dotar al país de energía; en fín, será el capital social acumulado de 
varias generaciones, el que se pondrá en movimiento para la fundación de empresas 
fiscales que constituyan las base de un desarrollo del país. En el plano de la 
educación, no es posible olvidar que la consigna de la campaña frentepopulista será 
gobernar es educar, para entender que desde este instante la educación es puesta 
en un sitial que le permitió a Chile disminuir drásticamente los índices de 
analfabetismo, consolidar un fuerte sector de ciudadanos cuya única y principal 
herramienta será su preparación profesional y técnica, conformando - no obstante, 
que era un proceso que hunde sus raíces en las últimas década del siglo XIX-, un 
poderoso sector medio. También, con las décadas siguientes se tornará una 
preocupación preferente de los distintos gobiernos, casi sin distinción de signos, el 
mejorar los establecimientos de salud existentes, crear mecanismos para que 
accedieran a una vivienda los grupos medios. No es menor el impacto que produjo 
la dictación del DFL-2, que hizo posible la construcción y adquisición de casas-
habitaciones en las que fijaron su residencia grupos de profesionistas, empleados 

de buenos ingresos, empleados públicos, empleados particulares y otros empleados 
y trabajadores que con un ahorro previo y sus ingresos regulares pudieron acceder 
y hacerse propietarios de inmuebles. También con políticas desde el Estado que 
creó un organismo dedicado a la construcción de viviendas más populares, aún es 
posible observar en algunas zonas de Santiago, las casas construidas por la 
Corporación de la Vivienda (CORVI), en poblaciones que albergaban a los 
trabajadores de menores ingresos. Hacia los años setenta del siglo pasado, es 
posible observar un agotamiento de las políticas keynesianas, especialmente porque 
las políticas económicas intervensionistas que protegían la industria nacional y 
buscaban dinamizar las economías vía incremento de los mercados internos -el 
denominado crecimiento hacia adentro-, mostraba evidentes signos de 
estancamiento. Ello explica, el nacimientos de movimientos políticos de corte 
nacionalista y reformistas que con programas globales de reformas o cambios, 
pretenden entregar soluciones a la problemática de escaso crecimiento y desarrollo 
de muchos países de América Latina y en general en las naciones que, por la época 
se denominaban del tercer mundo. Estas naciones, están condenadas a sobrevivir 
en la pobreza, pues se caracterizan por sus bajos ingresos per cápita, escasa 



industrialización, meros consumidores de tecnología, grandes desigualdades e 
inmensas muchedumbres marginadas de las bondades de la civilización. Pero, 
mientras estas naciones pobres, buscaban un lugar bajo el sol, más benigno, en los 
países occidentales de economías desarrolladas del primer mundo, había 
comenzado a gestarse un movimiento que salió a luz con la crisis económica de los 
años setenta del siglo pasado, de esta manera se imponía como lema el cuestionar 
fuertemente la intervención del Estado, afectando la naturaleza de la “teoría 
keynesiana”. Por esta época, cierto personaje sostuvo que “el Estado no era la 
solución - a su entender - era el problema”. Así, se explicaba por la vía de atribuir 
un exceso de intervención del Estado, los problemas que se observaban de 
desempleo masivo, inflación creciente, debilidad en el crecimiento que, por 
supuesto, allanaba el camino para la crítica acérrima e inmisericorde a la 

intervención estatal en los asuntos económicos. Desde esta óptica, los economistas 
comienzan a centrar más su análisis en las políticas públicas que en los fallos del 
mercado que pudieran corregirse con la intervención del Estado. Para ellos, 
especialmente, el gasto público, que era resultado de las orientaciones keynesianas 
para conseguir el bienestar, interfería con el proceso de crecimiento, distorsionando 
el funcionamiento del mercado al eliminar los incentivos para la acción de los 
agentes individuales, considerados piezas esenciales del sistema económico. Hacia 
1939, en una Conferencia en Ginebra, se constituye un grupo de economistas 
liberales de nuevo cuño. Es a partir de esta fecha que es posible rastrear el 
derrotero de lo que posteriormente se dará en llamar neoliberalismo. Si bien es 
cierto que, el concepto, el término propiamente tal, será acuñado por Friedrich 
Hayek y Walter Eucke, dos connotados economistas que representarán este 
pensamiento económico con distintos énfasis. Eucke, será el fundador de la 
Escuela de Fraiburgo, constituida por economistas que impresionados por las 
consecuencias sociales producidas en Alemania a causa de la crisis mundial de 
1929, al igual que Keynes en Inglaterra, buscan fórmulas económicas que permitan 
un mayor proceso de control global de los procesos económicos. Sin embargo, 
plantean que junto con las políticas de competencia estatal y de corrección de los 
efectos externos, de medidas de políticas sociales y de distribución fiscal; se debe 
colocar un gran énfasis en la importancia de un orden territorial-social. Con 
posterioridad a la Segunda Guerra Mundial y bajo el liderazgo de Ludwig Erhard, 
estos economistas elaboran los fundamentos teóricos de la denominada economía 
social de mercado alemana. Mientras tanto, otro grupo de economistas neoliberales, 
basándose en las reflexiones de Hayek y Mieses, desarrollan otra vertiente de este 
pensamiento, donde lo fundamental es la mantención de un presunto orden natural, 

donde la protección de la propiedad privada depende de la eficacia de la mantención 
y desarrollo de los mercados. Friedrich Hayek se formó en Derecho y en lo que hoy 
día podría llamarse Administración Pública. En 1944, apareció su obra de mayor 
relieve, El Camino a la Servidumbre. Desarrolló actividades académicas, tanto en su 
ciudad natal, Viena, como en Inglaterra, en donde se encontró con su contrincante 
Maynard Keynes. Hacia fines de la década de los cuarenta del siglo pasado, fundó 
en Suiza la Sociedad Mont Pèlerin, una asociación de intelectuales y economistas 
liberales, a la que perteneció Miltón Friedman. Ya antes de la II Guerra Mundial, 
Hayek había colocado en duda las ideas intervensionistas de Keynes, así pues, 
cuando se produjo la división del planeta en áreas de influencia con la Guerra Fría, 
se convirtió en un acérrimo defensor del liberalismo económico. Su gran 
preocupación por aquellos años era que países como Suecia, pudieran acercarse a 
una sistema de economía planificado. Sostuvo desde un comienzo la 
insostenibilidad del orden social en los denominados estados de los socialismos 
reales. Tal como hemos dicho, un gran número de intelectuales y economistas 
liberales se agruparon en torno de la Sociedad Mont Pèlerin, y Hayek que había sido 
uno de los fundadores, muy pronto decidió, al igual que muchos de sus colegas, 



tomar otro camino más fundamentalista, abogando por una organización racional 
de la economía, llegando al convencimiento que sería arrogante pretender organizar 
en forma intencional las condiciones económicas, de tal modo que, desde su óptica 
el ordenamiento económico tenía una “evolución autónoma” y por ello que no 
debería llegar a generar conciencia. En este sentido, podemos hablar de un 
liberalismo autoritario que trataba de mantener el status quo, equivalente con la 
protección de la propiedad privada a ultranza. Asimismo, propugnaba la abolición 
de la regulación de la competencia y del monopolio estatal sobre la emisión del 
dinero. Para Hayek, el principio de propender a la justicia social no representaba en 
ningún caso un legítimo objetivo de la política económica. Por el contrario, para él el 
principal objetivo era la realización de la libertad natural individual, entendida 
como la ausencia de violencia alguna. Este principio, para Hayek, sería vulnerado 

sólo si el proyecto neoliberal en sí mismo fuera puesto en peligro, y en este caso, se 
debería proceder en forma absolutamente dogmática y pragmática. Desde este 
punto de vista, el neoliberalismo de Hayek, se coloca en un franco y claro contraste 
con el liberalismo político que se basa en los derecho de los ciudadanos y en la 
democracia. El ideario de Hayek y los neoliberales, no se pudo imponer hasta que el 
pobre desarrollo de los años setentas del siglo pasado, unido al incremento de los 
precios de petróleo, le allano el camino y, en Chile, la imposición del modelo 
neoliberal autoritario sólo fue posible con la dictadura de Augusto Pinochet, 
cooperando activamente Miltón Friedman. 

El Neoliberalismo en Chile 

Nuestro país está bajo un régimen de dominación económico neoliberal. Al igual 
que Hayek, Milton Friedman asesor ideológico de nuestro modelo de desarrollo en 
sus orígenes, perteneció a la misma escuela y compartió los mismos principios. De 
tal manera que, nuestra economía crece y multiplica su riqueza concentrándola en 
grupos económicos vinculados a la propiedad de la industria, el sector financiero y 
de servicios, sin que exista en sus fundamentos un grado de interés por generar 
una mejor distribución del ingreso o la búsqueda de un crecimiento con equidad. 

Entonces sin quedar en evidencia con claridad entre la ciudadanía esta lógica de 
acumulación basada en la avaricia, aumenta crecientemente la brecha entre ricos y 
pobres. Parte importante de la normativa que regula las relaciones de producción 
está determinada por este criterio, y por lo tanto el país productivo funciona sobre 
la base de un conjunto de inequidades reguladas por un sistema jurídico impositivo 

que le otorga estabilidad al sistema desde una óptica que legaliza los intereses 
particulares de los empresarios en desmedro de la enorme masa laboral. El 
neoliberalismo es de un agudo contraste con el liberalismo político basado en los 
derechos de los ciudadanos y la democracia. 

En términos generales esta teoría sostiene como una hipótesis fundamentalista que 
el sentido del crecimiento es la acumulación sostenida, y por tanto en la medida en 
que este fenómeno se hace realidad, se produce el efecto del chorreo, que en otras 
palabras significa que a mayor cantidad de riqueza mayor será la cantidad de 
beneficios que reciba la comunidad en su conjunto. 

Sin embargo, nuestra practica económica ha demostrado que esta tesis es falsa, 
pues no es automática la relación entre crecimiento y distribución del ingreso, entre 
crecimiento y aumento del empleo, sino que, posibilita un ordenamiento del 
universo de los negocios en una escala macroeconómica, legitimando un modo de 
operación de la economía que le permite a los empresarios interactuar en un 



mercado supranacional con los consiguientes beneficios para el sector que realiza la 
operación financiera y o comercial, pero que no redunda en un aumento de los 
salarios. Mientras la política macroeconómica se dinamiza, la microeconomía 
permanece estática, no se diversifica y mantiene o aumenta los niveles de pobreza. 

Hay una relación proporcional entre crecimiento macroeconómico y regresión 
microeconómica, pues este tipo de estrategia, tiende a concentrar en grandes 
conglomerados productivos o de servicios la casi totalidad de las actividades 
económicas, debilitando de paso, a la pequeña y mediana empresa, y al comercio 
detallista entre otros, que son los que proveen de una mayor cantidad de empleos a 
una población masiva que requiere de un espacio laboral constituido donde ganarse 
la vida. Los asalariados en Chile representan el mayor porcentaje de sujetos 

productivos y son un factor indispensable e irremplazable del proceso económico. 

Según fuentes económicas responsables, el setenta por ciento en promedio de los 
trabajadores chilenos tienen un salario que fluctúa entre los cien y los ciento 
cincuenta mil pesos mensuales, y el diez por ciento de la población accede a 
ingresos que van desde los dos millones de pesos hacia arriba, estableciéndose una 
marcada desigualdad social, factor que es determinante para la multiplicación de 
discriminaciones cotidianas al interior del sistema. 

Las redes de relaciones y servicios tienden a segmentarse en la distribución de las 
personas en las zonas urbanas, agrupándose en comunas de altos y bajos ingresos, 
con ofertas educacionales de diferente calidad, con ambientes residenciales y 
paisajísticos de extrema diferencia, ampliando la contradicción para el ejercicio de 
la libertad individual entre aquellos que viven en condiciones de carencias y 
hacinamiento por una parte, con los que disponen de espacios habitacionales 
holgados, grandes patios y antejardines, adicionando a este, un conjunto de 
comodidades familiares, y un entorno material con zonas de áreas verdes, estadios 
deportivos, cines y salas de teatro, institutos de aprendizaje de idiomas, artísticos, 
sitios comerciales con diferentes ofertas de mercado, y múltiples servicios 
financieros. 

Chile tiene dos realidades económicas, dos realidades urbanísticas, dos realidades 
educacionales, dos realidades laborales, dos realidades culturales e incluso, dos 
realidades políticas. Situación fácil de objetivar y reconocer en la realidad, pero que 
permanece en gran medida oculta por el mundo público y mediático del país, 

quienes dan cuenta de los conflictos súper estructurales entre la clase política 
( corrupción en segmentos del ejecutivo, escándalos judiciales, etc.), y el estilo de 
vida de un segmento social vinculado al espectáculo y al deporte que se reconoce 
como el mundo de la farándula. En síntesis, la sociedad está alienada entre el 
mundo real y el mundo virtual. 

Los investigadores en el campo económico señalan que 16 grupos económicos 
concentran el 80% del producto nacional, y que en los últimos diez años, las ventas 
de las pequeñas y medianas empresas han disminuido en un cinco por ciento, 
poniendo en riesgo su estabilidad y su continuidad en el mercado, hecho que 
aumentaría el desempleo y en consecuencia la pobreza. Por su parte, los gobiernos 
no han tenido durante los últimos veinte años una política que ayude a las Pymes a 
enfrentar con eficiencia la competencia con los grandes productores y distribuidores 
de bienes y servicios. En el caso del sector financiero, las colocaciones se 
concentran entre el Banco Chile (18%), el Banco Santander (24%), el Banco de 
Crédito e Inversiones (11%), y el Banco BBVA (7%). Es imprescindible agregar que 



estos grupos económicos profundizan su concentración patrimonial a través de las 
Asociaciones de Fondos Previsionales (AFP), negocio que lucra con el ahorro de los 
trabajadores. La cantidad de instituciones de esta naturaleza se ha reducido a siete 
en la actualidad, las que manejan alrededor de $45.000 millones que capta el 
sistema privado de previsión.; además con el peso del dinero de los ahorristas eligen 
directores en las empresas donde hacen sus inversiones, y con ese dinero ajeno, los 
dueños de las AFP participan en los directorios de otras empresas. 

Tres importantes multitiendas y dos cadenas de supermercados (Almacenes París, 
Falabella, Ripley, Jumbo y Lider) dominan el mercado del consumo; y en salud, las 
cadenas de farmacias Cruz Verde, Ahumada y Salco-Brand controlan la casi 
totalidad del mercado en este rubro. De esta manera, el concepto de la libre 

competencia se anula, y la política de fijación de precios se hace evidente. Los 
valores de los productos varían de acuerdo con las estrategias comerciales de estas 
mega empresas. 

En un recorrido breve por supermercados y grandes tiendas es posible comprobar 
que los precios son homogéneos, y que las variaciones entre una mega empresa y 
otra es mínima, y la mayoría de las veces casi inexistente. De esta manera, la 
economía funciona sobre una base constitutiva que deriva inexorablemente hacia la 
formación de oligopolios, monopolios, concentración, invalidación de la competencia 
de mercado, bajos salarios, una libertad económica neutralizada por la lógica del 
modelo, y una complacencia de los altos funcionarios que forman parte del aparato 
del Estado, tales como el gobierno, el parlamento que en número importante son 
solidariamente responsables en la legitimación y legalización del modelo económico 
neoliberal. 

En una entrevista realizada por un medio de prensa español a Noam Chomsky, 
político y lingüista norteamericano, principal vocero crítico a la globalización 
neoliberal señaló lo siguiente: “ observe el crecimiento global de Estados Unidos y 
de Europa y como se está distribuyendo: está recayendo sobre un sector muy 
pequeño de la población. La mayoría tiene mas o menos los mismos ingresos que 
hace veinte años. Los salarios se han estancado o declinado para la mayoría. Y en 
los últimos años, el crecimiento se ha situado en los años 50 y 60. Una familia 
media en los Estados Unidos trabaja ahora más que hace veinte años para ganar lo 
mismo”. Pero, replica el periodista, tanto en Europa como en Estados Unidos están 
viviendo una etapa de crecimiento económico, la sensación es la contraria. 

“Porque, responde Chomsky, los que contamos las cosas, estamos en un nivel de 
salario estupendo, donde vivo estamos muy bien, y nos va mejor que antes. La 
misma gente que usted encuentra en restaurantes, en fiestas, es la que escribe los 
artículos. Si el trabajador medio está empleando muchas más horas que hace 
veinte años para poner la comida encima de la mesa, eso no tiene interés. ¿A quien 
le importa?”. 

La misma condescendencia se observa en Chile, donde la clase política se relaciona 
con la del mundo mediático, y los juicios resultan coincidentes con los del mundo 
empresarial, el país está estable, se aprecia un crecimiento de acuerdo con las 
estrategias compartidas, existe paz social, y la estructura social se observa desde 
las esferas del poder económico y político como armónicas en un sentido general. 
Es su forma de analizar y planificar el proyecto de país, un criterio positivista que 
proviene desde sus fuentes de conocimiento y fundamentos, pero que condena a la 
periferia, a otras formas de análisis para sostener en el tiempo, las formas de 



dominación que subyacen en el cuerpo social, condenando a la marginalidad al país 
real, constituido por millones de personas que se encuentran sometidas a la 
voluntad de los ejecutores del modelo en los diferentes ámbitos, por cierto una 
ínfima minoría, arbitraria y poderosa. 

A través de la historia de las ideas tanto en las ciencias políticas como en la 
economía política se ha acuñado un termino que caracteriza el rol que deben tener 
idealmente las administraciones en ambas funciones, se dice que el objetivo de toda 
función política y económica debe tender a la búsqueda del Bien Común, 
entendiéndose por Bien Común el compromiso y la voluntad de quienes ejercen el 
poder en ambas categorías de ir mejorando la calidad de vida de las personas que 
integran una sociedad dada, en una perspectiva de situar las relaciones en un 

contexto de equilibrios entre el bienestar, los derechos individuales y la libertad. Sin 
embargo, los conceptos que fundamentan la teoría económica neoliberal sumada a 
la acción del Estado y las iniciativas productivas y financieras de los grupos 
económicos, tienden a quebrar esta lógica. Se ha institucionalizado un modelo 
donde la defensa de la propiedad y los negocios individuales está por encima de la 
necesidad de garantizar una protección del hombre concreto, independientemente 
del valor del rol que desempeñe en la sociedad. El país crece, aumenta sus divisas 
desde una perspectiva estadística, concentra las riquezas, pero se mantienen 
congelados los salarios y la redistribución del ingreso. Pero además, el 
neoliberalismo acentúa las diferencias sociales y las discriminaciones de todo tipo. 

Desde una óptica cultural fomenta el arribismo y el individualismo. Hay una fuerte 
propaganda mediática a través de consignas que resumen las formas ideológicas del 
modelo, mensajes directos o subliminales de las empresas financieras destinados al 
otorgamiento de créditos de consumo, hipotecarios, o productivos, que sintetizan su 
pensamiento en la frase: CAPACIDAD PARA EMPRENDER ( O DE 
EMPRENDIMIENTO), que se traduce en el espíritu de iniciativa que tenga una 
persona determinada para iniciar una actividad productiva o comercial en un 
contexto dado de su problemática como sujeto laboral. Las variables son variadas 
en este sentido, y los ejemplos que se muestran dan cuenta de uno que otro 
ciudadano que a través de su esfuerzo personal logró salir de su pobreza 
consiguiendo cierta estabilidad material y por tanto, un margen de movilidad social 
en un sistema radicalmente estratificado. Pequeñas empresas o negocios de 
distribución de alimentos, una reparadora de calzados o un puesto en una feria 
libre, son algunas de las muestras que hace la publicidad neoliberal para reforzar 

su discurso sobre la autonomía y la libertad económica del modelo, reforzado por la 
idea de que “siempre es posible surgir si se tiene la voluntad suficiente..., espíritu 
de trabajo...”., etc. 

Lo cierto es que esta fraseología aduladora de las capacidades potenciales de un 
chileno común y corriente tiene un criterio de certeza relativo. Es efectivo, por una 
parte que existen personas que han conseguido la consolidación de una situación 
económica aceptable a partir de su iniciativa económica personal; pero este 
resultado se refiere a una ínfima minoría, pues aplicado este mismo concepto a 
realidades más globales es prácticamente imposible emerger para salir de la 
pobreza y extrema pobreza, el pueblo carece de niveles de educación adecuados a la 
necesidad de una estrategia individual para crecer, no dispone de los recursos 
económicos básicos, permanece ignorante de la legislación vigente, de las políticas 
tributarias, de las relaciones comerciales necesarias, en síntesis carece de las 
habilidades exigidas por un sistema de alta competitividad, y del monto de dinero 
imprescindible para iniciar una inversión que le permita ingresar al universo del 



mercado. Entonces, el discurso se torna en una falacia, pues millones de chilenos 
no tendrán las condiciones necesarias para iniciarse en los negocios, las empresas 
y menos aún, ingresar al sector financiero. De esta manera, la población laboral del 
país debe asumir que su única alternativa será vender su fuerza de trabajo más o 
menos especializada por un salario. 

Evidentemente, y dado el estado de indefensión a que están expuestos los 
trabajadores, los miles de hombres que emprenden trabajando cotidianamente por 
ingresos mínimos en un espacio laboral ajeno, requieren de un sistema de 
protección riguroso, que garantice un tratamiento digno en las relaciones laborales 
y que les brinde la seguridad que necesitan para dejen de ser objetos de uso de una 
estrategia de producción determinada, para luego ser desechados hasta que el 

empresario requiera nuevamente de sus servicios. Por esta razón no se inscribe en 
una red de relaciones productivas justas la flexibilidad laboral para un trabajador 
que requiere de estabilidad en su trabajo, pues de él depende la manutención de su 
familia y la educación de sus hijos; pero este tipo de temas no forman parte de los 
intereses de los grupos económicos desde su lógica de negocios y enriquecimiento 
individual. Fuera de este contexto, pueden usar un doble discurso, y cuando el 
debate se traslada al ámbito de los valores serán contradictoriamente defensores 
del concepto de familia tradicional, distantes del divorcio y el control de la natalidad, 
y terminarán coincidiendo con sectores de las cúpulas religiosas y políticas. 

Para conquistar una mejor distribución del ingreso se necesita un movimiento 
sindical y político fuerte, claramente comprometido con la lucha por alcanzar este y 
otros objetivos complementarios de las clases trabajadoras, como superar la 
desigualdad en la salud, en la educación, en las jubilaciones que otorga el sistema 
privado de previsión; un movimiento de trabajadores altamente organizado y con 
niveles de influencia sobre el sistema que garanticen un equilibrio verdadero entre 
empleadores y sector laboral. Cada vez más aumentan los trabajadores sin contrato, 
y si a ello se agrega que las tasas de sindicalización van en franca disminución, el 
panorama para cientos de miles de asalariados se oscurece a medida que se 
consolidan nuevas medidas que potencian el poder de los empresarios para ejercer 
discrecionalmente una regulación mas justa y equitativa de las relaciones laborales. 

En este contexto, la responsabilidad de crear condiciones favorables a un 
mejoramiento salarial y a un aumento paulatino de nuevas plazas laborales, es del 
sector empresarial y la clase política chilena en un sentido general; pero dada la 

racionalidad del neoliberalismo donde el objetivo principal son la rentabilidad de los 
negocios y la acumulación individual, será una tarea consciente de los propios 
explotados iniciar una ofensiva destinada a superar las extremas desigualdades que 
se observan en la sociedad. 

La fraseología oficial se nutre de un contenido que obviamente parece razonable a la 
luz del debate mediático y propagandístico, señalaremos dos de estas consignas que 
han esbozado los bloques políticos centrales en periodos de tensión electoral, la 
primera ha sido acuñada por la derecha liberal : IGUALDAD DE OPORTUNIDADES, 
y la segunda por la Concertación: CRECER CON IGUALDAD. Ambas se enmarcan 
en criterios de buena o mala voluntad, dependiendo de los factores subjetivos que 
indujeron a la reflexión a sus creadores; porque en la experiencia cotidiana el 
modelo neoliberal va consolidando un estilo de convivencia y de relaciones donde la 
igualdad de oportunidades no existe, y las soluciones filantrópicas impulsadas por 
el gobierno y otras instituciones como son las becas, incentivos económicos 
coyunturales y otros, se constituyen en un factor irrelevante a la hora de evaluar 



cuales son los grados de justicia social que se han alcanzado a través de estas 
raquíticas medidas. De la misma forma, es imposible pensar en una sociedad que 
crezca con igualdad si no se realizan transformaciones estructurales de fondo, es 
cosa de reinsistir en las diferencias en la calidad de la educación, de la salud, de los 
ingresos entre los diferentes actores del proceso productivo para darse cuenta que 
estamos frente a una propuesta absurda, inconsistente de acuerdo con el modelo 
económico y político, y por tanto, retórica y demagógica. 

Si el lenguaje utilizado no es coherente con una practica de administración y una 
reformulación de las relaciones laborales, insistiendo en la necesidad de garantizar 
condiciones de estabilidad laboral, equilibrios relativos entre empleadores y 
trabajadores, y una situación laboral donde el valor de la hora de trabajo responda 

a una expectativa razonable en relación a un valor promedio justo de acuerdo con el 
estado global de los valores que se transan en el mercado, las consignas 
enarboladas como banderas reivindicativas por el mundo político, no dejan de ser 
un engaño destinado a manipular las ya vapuleadas conciencias de una sociedad 
civil resignada y desesperanzada en soluciones de corto y mediano plazo. 

Las lacras sociales del modelo económico neoliberal 

Es curioso pero evidente que el tema de la pobreza no esté con frecuencia en la 
agenda pública de discusión. Se trata el tema del desempleo con un criterio 
estadístico, o como crónicas del diario vivir elaboradas sobre la base de casos 
específicos en programas de la televisión. Sin embargo, en el momento de encontrar 
soluciones, los estamentos del poder se desligan de responsabilidad, dejando al 
libre arbitrio de interpretaciones el origen sostenido de bolsones de pobreza dura 
que de acuerdo a las estrategias de desarrollo imperante están condenadas a 
perpetuidad. 

Los empresarios señalan que no es de la naturaleza de su rol en la sociedad 
preocuparse por el desempleo y la pobreza, y solo se limitan a argumentar que a 
medida que la economía crece aumentan los empleos, axioma que destacados 
economistas han desestimado, dado que, hay sectores de la producción del país, 
tales como la minería y la pesca que pueden aumentar su productividad y sus 
exportaciones hacia los mercados internacionales mejorando cualitativamente sus 
ingresos, sin que este hecho genere un aumento de los empleos y tampoco, 
variaciones y creación de nueva infraestructura productiva que mejore las plazas de 

ofertas laborales para la gran masa de trabajadores desempleados y de bajos 
ingresos. 

Los administradores del gobierno y el parlamento se distancian cada vez más del 
tema porque a su juicio el rol del Estado es básicamente subsidiario, y por tanto no 
es una función prioritaria la generación de empleos. De hecho, algunas 
instituciones dependientes del poder ejecutivo crean programas de empleo 
transitorios que carecen de contratos, previsión, salud, etc., y que nacen y mueren 
en una coyuntura de acentuación de las crisis económica, y desaparecen cuando 
los indicadores económicos establecen un cambio porcentual estadístico del 
crecimiento. El dato posterior es, que los trabajadores temporales retornan a su 
cesantía, y las autoridades de las intendencias y los municipios se responsabilizan 
mutuamente por el termino abrupto de los programas. Estas mismas autoridades 
son las que comparten como criterios generales el modelo económico, el tratamiento 
laboral que se les da a los trabajadores en las empresas, a las que recurren 



frecuentemente para obtener apoyos económicos o financiamientos para sus 
campañas electorales. 

Entonces, la red de poder que esta articulada en las cúpulas comparten una visión 
sistémica donde las condiciones de desigualdad extrema son asumidas como un 
fenómeno lógico de la modernidad capitalista, es “normal” que la masa laboral viva 
con ingresos mínimos y que los empresarios, militares de alto rango, gobernantes, 
parlamentarios, se sitúen en los estratos ABC1 de la sociedad, y por tanto, observen 
el flagelo de la pobreza y sus carencias como un antecedente más del debate entre 
el poder político y económico, sin que medie una voluntad real por cambiar el 
escenario actual. 

Los pobres no gobiernan, ni tendrán oportunidad alguna de gobernar, los derechos 
están preestablecidos por leyes generadas por las cúpulas de los partidos políticos 
con representación parlamentaria, la mayoría de las veces consensuadas con los 
grupos económicos. De esta manera, la “igualdad de oportunidades” y la vieja idea 
de “crecer con igualdad” son parte de los mitos que la clase política tradicional 
continuará esbozando en el contexto de un régimen económico totalitario y 
fundamentalista, ajeno a una visión de país más humano; insuficiente para resolver 
las necesidades colectivas de los chilenos con equidad. Cientos de niños que nacen 
en la periferia marginal de las zonas urbanas, con un entorno material, paisajístico, 
educacional y de escasa calidad alimenticia, están destinados a vegetar sin 
posibilidades dignas de crecimiento, y condenados a vivir continuamente cesantes, 
con el consiguiente deterioro psíquico, moral y social, constituyéndose en el factor 
endógeno de los altos niveles de delincuencia que preocupan a la sociedad, y que 
forman parte de la discusión pública. 

¿Por qué aumentan los índices de delincuencia y de drogadicción? : Chile un país 
intervenido por la seguridad de un sistema inseguro. 

Quien conozca en terreno la realidad social, educacional y económica de la periferia 
marginal de las zonas urbanas podrá hacer un diagnóstico obvio: el creciente 
deterioro emocional e intelectual de los pobres. Mientras la modernidad dota de 
mayores recursos tecnológicos e infraestructura a los sectores de mayores ingresos, 
con el consiguiente beneficio para el crecimiento personal de las personas, un 
fenómeno inverso ocurre con los sectores de menores ingresos. Las nuevas 
generaciones que forman parte de los índices de extrema pobreza evidencian un 

deterioro sistemático en su proceso cada vez menos influyente de socialización, los 
niveles de comprensión y uso del lenguaje ha disminuido considerablemente, las 
formas de relación se distancian de los recursos de entendimiento que proporciona 
el dialogo, la precariedad en el ejercicio de un derecho básico como es el consumo 
en un sistema donde es una de las prioridades básicas, genera frustración y rabia 
que penetra en el subconsciente juvenil acumulando una agresividad reactiva, que 
se proyecta hacia la totalidad de la estructura de la que forman y no forman parte a 
la vez. 

Los jóvenes de segmentos bajos vinculados a delitos roban para compensar sus 
carencias y su marginación social que se expresa en discriminaciones de quienes 
tienen resueltos sus problemas de subsistencia. Hay en esta confrontación un 
rechazo mutuo, la sociedad los rechaza de plano por su condición y el peligro que 
representan para su pacifica convivencia, y la delincuencia con un razonamiento 
inconsciente, carente de valores, ataca con violencia a victimas inocentes en la 
búsqueda de proveerse de recursos que jamás obtendrán mediante el trabajo al que 



no podrán acceder con alguna posibilidad por sus limitaciones educacionales y 
sociales propias de su condición. ¿Que persiguen a través del delito?. En orden de 
prioridad, dinero, joyas, vehículos que obtienen a través del poder de la fuerza, 
haciendo uso de armas que ponen en riesgo la vida de los afectados. Es la moral de 
una guerra sucia cuya lógica es el beneficio de los individuos que cometen un 
asalto. La apropiación de los valores robados será convertido a dinero para 
satisfacer sus necesidades de consumo inmediato: drogas y alcohol principalmente. 
En sus reflexiones limitadas no estará presente la idea de hacer una inversión, 
ahorrar o realizar un gasto que brinde un beneficio cualitativo a sus vidas. Se trata 
de “soldados” de una masa improductiva y marginal, condenada de por vida a 
vegetar en un contexto del cual forman parte, pero al que no pertenecen. No hay 
una relación de identidad entre el delincuente y la sociedad en la que vive, 

objetivamente, no serán rehabilitados por los procedimientos de corrección que el 
sistema impone, pues las normas de corrección son esencialmente punitivas, y las 
sentencias carcelarias deterioran cada vez más su condición, pues la 
infraestructura disponible aumenta el hacinamiento, no los reintegra 
productivamente, es más los estigmatiza y los reduce a un peligro sistemático para 
la convivencia. 

En un alto porcentaje, la delincuencia es un producto desechado y reactivo del 
propio modelo económico, su ubicación principal se encuentra en los segmentos de 
extrema pobreza, y su reproducción es espontánea y cuantitativamente en aumento 
en proporción al crecimiento demográfico de la población. 

En un análisis comparado entre el consumo de drogas y alcohol entre sectores 
medios altos y altos en relación con los sectores medios bajos y bajos, la conclusión 
es que, en los jóvenes y adultos de mayores ingresos este tipo de conductas se 
fundamentan por la búsqueda del placer como una categoría cultural consciente, 
en cambio entre los pobres, estas desviaciones son una actitud de alienación de su 
pobreza. El primer consumo entre los preadolescentes de condiciones miserables es 
el neopren, un producto químico que se usa como pegamento en actividades 
industriales, y que a juicio de sus consumidores, les permite paliar el frío y el 
hambre, haciéndoles la vida más “tolerable”. 

Entonces, la solución radica en dignificar la calidad de vida de los millones de 
pobres que cohabitan en sus barrios y poblaciones con estos flagelos, en 
condiciones precarias, sin la debida seguridad material, moral y sicológica para sus 

familias por una parte, y con la correspondiente discriminación de un país 
estructurado racionalmente sobre la base de espacios “naturales” para ricos y 
espacios “naturales” para pobres. Esto último se ha consolidado por el valor de los 
bienes raíces entre uno y otro sector de Santiago y en todas las zonas urbanas de 
mayor densidad poblacional. Una vivienda de un sector acomodado en Las Condes 
tiene un valor promedio de ochenta millones de pesos hacia arriba, en cambio, la 
vivienda de un pobre no promedia un valor superior a los dos millones de pesos en 
una comuna del sector poniente de Santiago. Sin embargo, los consumos básicos 
de agua, luz y agua, tienen el mismo valor ponderado por la cantidad de consumo 
para los pobres y los sectores acomodados, pues el criterio de estas empresas que 
fueron privatizadas es comercial, por lo tanto se trata de un negocio que busca la 
máxima rentabilidad, desentendiéndose de juicios sociales y de servicios. Este 
ejemplo básico se puede trasladar a temas como la salud, la educación y muchos 
otros, y la característica pudiendo tener algunas variaciones en su marco operativo, 
es prácticamente la misma. 



Durante estos últimos años, personeros de la clase política han acuñado la frase, 
“las instituciones funcionan”, y no cabe duda que lo hacen, casi siempre lo han 
hecho, el punto es ¿para que funcionan las instituciones?; y la respuesta es simple, 
para legitimar un modelo político y económico sólido para las minorías oligárquicas, 
y categóricamente discriminador y desventajoso para las grandes mayorías. 

La propiedad de los medios de comunicación y sus líneas editoriales. Los cambios 
culturales. 

Es de la naturaleza del modelo neoliberal, una tendencia constante a la 
concentración y no a la diversidad. Los medios de comunicación no están exentos 
de esta realidad, y la legislación existente refuerza con su normativa la inversión 

que hacen los grupos económicos. De tal manera que, el sistema de información es 
en un círculo donde se articulan las empresas a través del financiamiento que 
otorgan por concepto de publicidad, los propietarios de los medios que administran 
la comunicación con criterios eminentemente comerciales, y la construcción 
mediática producida por el emisor para penetrar con una estrategia informativa y 
de consumo hacia una masa receptora pasiva. 

Es evidente que no forman parte de este círculo la comunicación con lenguajes 
críticos y o alternativos. Y prueba de esta tendencia a los monopolios 
comunicacionales, es la escuálida subsistencia de medios de prensa independiente 
de las modalidades tradicionales y políticamente conservadoras. Es el caso de 
revistas como The Clinic, El Periodista, Siete más Siete, entre otras; proyectos de 
periodismo libre que no cuentan con publicidad empresarial, y curiosamente, 
tampoco del Estado cuando debe invertir para promocionar sus programas o 
actividades cotidianas realizadas por la rutina ministerial. Siempre el círculo tiende 
a cerrarse, aunque se garantice la libertad de prensa, pues para que esta se haga 
efectiva deben ampliarse las coberturas de emisión de señales en los campos de la 
radio y la televisión. Y garantizar algún tipo de financiamiento para los medios 
escritos que teniendo probidad desde el punto de vista periodístico, carecen del 
dinero necesario para sostener su rutina durante períodos razonables de existencia 
y difusión. Los recursos de financiamiento y la normativa que regula la emisión de 
señales son los elementos obstaculizadores de una democracia informativa, y los 
legitimadores de una dictadura de los medios de mayor impacto. 

Retrocediendo en el tiempo, la dictadura trascendió una lógica estricta de mercado 

en relación con los medios, por el contrario, el régimen militar les dio un claro 
diseño, caracterizándolos a favor de opciones políticas conservadoras. La política 
comunicacional de la época que autorizaba el ejercicio de la prensa instaló un 
modelo cerrado, autoritario y condescendiente con la estrategia oficial. El medio de 
mayor impacto como es la televisión se convirtió a través de los noticieros de los 
canales en voceros de las políticas del oficialismo, sin que existiese una información 
equilibrada que diera cuenta de la gigantesca disidencia que luchaba por darle 
termino a un régimen militar de marcado sesgo terrorista. El país virtual ignoraba 
al país real. El mismo fenómeno de control ocurría con los informativos radiales, 
con algunas excepciones, como son los casos de Radio Cooperativa, Radio Chilena, 
y otras de menor alcance nacional. Por su parte la prensa escrita, liderada por El 
Mercurio asumía y compartía una estrategia informativa común con la dictadura, 
se sumaban los diarios La Tercera, Las Últimas Noticias, La Nación, y La Cuarta, 
este último creado por COPESA durante esos años con la finalidad de llegar con su 
línea editorial pro dictadura a los sectores populares. En síntesis, el control de los 
medios de mayor impacto era casi absoluto, y tan solo compensado por Revistas de 



oposición como Cauce, Apsi, Análisis, y el Fortín Mapocho, un pequeño diario que 
tuvo un período de corta duración. Las causas de su desaparición fueron la 
imposibilidad económica de alcanzar un amplio espectro de lectores, y la ausencia 
total de avisadores en sus páginas, fenómeno frecuente a la que se ve enfrentada la 
prensa que tiene una línea editorial distinta a la concepción económica del sector 
empresarial y financiero que maneja los negocios en el país. 

De retorno a una democracia pactada desde “arriba”, los medios de prensa iniciaron 
una transición para desvincularse de su función anterior: haber sido voceros del 
oficialismo, y trasladaron sus deudas de arrastre El Mercurio y La Tercera desde el 
Banco del Estado hasta el sector privado, diseñaron una estrategia destinada a 
“neutralizar” su compromiso periodístico con la derecha, y aparecieron con 

formatos informativos remozados, se produjo un cambio de lenguaje y las distintas 
corrientes de opinión se expresaron públicamente a través de entrevistas a sus 
voceros o en columnas de opinión. 

La Concertación de Partidos por la democracia, coalición gobernante continuó con 
la administración del diario La Nación que es de propiedad del Estado, y Televisión 
Nacional de Chile, con un directorio compartido con la oposición, fruto de las 
negociaciones pactadas para la transición. La otra casi totalidad de los medios 
quedó bajo el control ideológico y financiero de grupos vinculados a la derecha. En 
la prensa escrita, el diario conservador El Mercurio, Las Últimas Noticias, y el 
vespertino La Segunda en Santiago, además de trece diarios regionales, controlando 
el 41% promedio de las publicaciones nacionales. Por su parte, el consorcio 
periodístico COPESA quedó con el control de La Tercera, La Cuarta, y La Hora, 
además de la revista Que Pasa. 

Entre ambas empresas cubren las necesidades informativas escritas del mayor 
espectro ciudadano, lo que les permite fijar criterios en el subconsciente colectivo 
de una masa que carece de otras interpretaciones sobre el acontecer nacional. El 
caso más emblemático es el del diario La Cuarta, medio popular dirigido a los 
sectores medios bajos y bajos que circula sin competencia alguna, entregando 
juicios sobre la realidad nacional marcada por la línea editorial del consorcio al cual 
pertenece. 

El caso de la prensa radial y televisiva es un poco más abierta, y los formatos de 
sus informativos intentan mantener los equilibrios entre la Concertación y la 

derecha. Sin embargo, los criterios de selección de los temas y los protagonistas que 
son escogidos para emitir opiniones no contemplan la participación frecuente de las 
minorías con un discurso público alternativo. 

En un análisis de contenido, el orden de aparición y de opinión esta liderada por 
figuras políticas de la derecha, seguida por la coalición de gobierno que 
cuantitativamente es la mayoritaria, no existiendo vocerías comunistas, 
humanistas, y de otros movimientos sociales y políticos. En una profundización del 
tema, cuentan con tribuna pública en primer lugar, los personeros de la UDI, 
seguidos por dirigentes demócratas cristianos y de Renovación Nacional, luego, 
parlamentarios del Partido Por la Democracia, y finalmente radicales y socialistas. 
Esta selección se refleja en el número de conferencias de prensa emitidas por los 
partidos políticos a los que asisten los diferentes medios, las que luego son emitidas 
en fragmentos (cuñas) por los noticieros de radio y televisión y comentadas en las 
columnas de los diarios y revistas del país. 



De menor perfil son los dirigentes de sindicatos y gremios representativos de los 
trabajadores, la Central Unitaria de Trabajadores, CUT, es prácticamente ignorada 
por la política comunicacional, en cambio, las organizaciones patronales como la 
Sociedad de Fomento Fabril, SOFOFA, la Confederación de la Producción y el 
Comercio, entre otras, cuentan con una cobertura sistemática de prensa. Se 
reproduce como parte del modelo, en cada espacio estratégico, una lógica de 
dominación que se expresa a través de jerarquizar un ordenamiento donde los 
pobres, los explotados y los marginales no tendrán cabida por generaciones. 

Los cambios culturales 

La revolución de la electrónica y las comunicaciones han generado una interacción 

global respecto de los diferentes paradigmas culturales. Sin embargo, el eje de 
referencia central que se disemina a través de los diferentes países de América 
Latina es principalmente el modelo norteamericano. El principal vehículo de 
transmisión de estos procesos es la televisión, y luego la publicidad. Ambos factores 
han contribuido al diseño de una cultura de masas consumista, trivial, de un 
lenguaje de las imágenes en reemplazo de códigos de mayor complejidad. 

En esta realidad se promueven el vestuario, la comida, el transporte, el espectáculo 
y la diversión como los aspectos más relevantes de la vida cotidiana; pero no como 
una necesidad, lo que sería lógico, sino más bien en una dimensión hedonista, tras 
la búsqueda del placer inmediato y la conquista de un status social. 

Vestir bien es disponer del dinero para acceder a marcas comerciales de “prestigio”, 
comer en buenos restaurantes, disponer de un auto para trasladarse, pero no de 
cualquiera, las características y el valor comercial son determinantes para 
estratificarse en relación con los demás. Vale decir, se promueven un conjunto de 
sutilezas y subjetividades destinadas a marcan diferencias sociales entre los sujetos 
concretos con un claro objetivo estratégico: la comercialización y el negocio rentable 
de las empresas vinculadas a estos rubros y a otros. Una estimulación del consumo 
de productos suntuarios que influyen en el subconsciente del individuo para que se 
establezca a si mismo en una categoría social diferente a los demás. Sin embargo, a 
diferencia de las obras de arte, todos estos objetos forman parte de productos 
elaborados en serie, por tanto, todos aquellos que disponen de un rango económico 
determinado podrán acceder a su consumo para insertarse en una categoría 
determinada que los hará sentirse diferentes a aquellos que por razones de ingresos 

no podrán acceder a ellos. De esta manera, el modelo económico va construyendo 
un imaginario colectivo arribista cuya motivación sicológica es reproducir una 
rutina de consumo que busca multiplicar las necesidades reales y sustituirlas 
permanentemente por otras “superiores” dentro de un mismo espectro de 
posibilidades. El automóvil del cual se dispone se desfasa y hay que cambiarlo por 
el nuevo modelo de una empresa determinada exhibido en un comercial televisivo 
que se repite una gran cantidad de veces a través de todos los canales, el vestuario 
pasa de moda después de una temporada y es necesario renovarlo para estar 
actualizado, las liquidaciones de las casas comerciales ofrecen reiteradamente el 
último jeans y la última blusa o camisa, y así la cadena se hace interminable en el 
tiempo. 

Se desborda el consumo y se estimula una necesidad sistemática de adquirir 
nuevos bienes y contratar nuevos servicios; pero este fenómeno no está generado 
por una carencia objetiva en términos generales, sino que relaciona el consumo de 
objetos con el crecimiento personal. Si adquiero nuevos bienes y recambio los 



anteriores no es el producto de una necesidad, sino un salto cualitativo y 
cuantitativo en la obtención de un prestigio. Se trata de la “ética” del consumidor, 
la incorporación a un mundo valórico que lo aproxima a la vereda del éxito de 
acuerdo con este paradigma. 

Al enunciar la forma como funciona el modelo a través de la televisión, no estamos 
sugiriendo la constitución de una sociedad sustentada en la abstinencia, ni que 
busque una homogeneidad integrista, solo damos cuenta de los criterios de 
producción y penetración ideológica del neoliberalismo en la construcción de una 
cultura de masas y las consecuencias que estos fenómenos mediáticos provocan en 
el individuo. 

La población tiene necesidades materiales que debe satisfacer, pero este factor se 
constituye en el elemento principal que le otorga mayor o menor relevancia al sujeto 
en el sistema. 

Como contrapunto, se advierte un retroceso de la gente en su relación con el 
conocimiento formal, los índices de lectura han experimentado un retroceso en los 
últimos años, y la comprensión de textos de mayor complejidad no están al alcance 
de una masa relajada, cuya motivación central es la incorporación al mundo laboral 
con fines estrictamente materiales y de consumo. La búsqueda de éxito y dinero es 
en grandes sectores el objetivo básico de su realización personal y su felicidad. Las 
ideas están en crisis, pero no por la incapacidad de los que piensan para interpretar 
la realidad actual, y sugerir nuevos propósitos para una existencia moderna más 
humana y mejor proyectada hacia el hombre; sino que la estrategia invisible que 
promueve la legitimación del modelo ha conseguido un equilibrio entre su 
manipulación valórica y su producción mercantil para asociarlas en el inconsciente 
colectivo de una masa acrítica, seducida por las imágenes virtuales de un país que 
privilegia la promoción de sus segmentos de opulencia ignorando los enormes 
espacios de pobreza que permanecen al margen de los beneficios de un crecimiento 
sin una visión de país. 

Esta penetración ha influido significativamente en la personalidad de los chilenos 
de las nuevas generaciones, quienes asumen las lógicas del modelo como un 
antecedente importante en su proceso de formación, el sujeto recibe conocimientos 
en su educación formal y valores a través de la educación mediática, el resultado es 
una persona especializada en un área especifica del saber, disponible para ser 

incorporada a un engranaje laboral determinado y simultáneamente, arribista, 
consumidor compulsivo y obediente con las jerarquías superiores. Competidor a 
ultranza con sus pares, y discriminador con aquellos que no están en su nivel 
funcional en la empresa o en la sociedad. El país se segmenta por áreas de interés, 
lo que distancia a unos de otros, sin que puedan comprender la problemática 
sectorial más allá de la propia, y al mismo tiempo no tienen plena conciencia de la 
realidad que los ordena y los gobierna en una perspectiva general. 

Estos aspectos del cambio cultural han influido en la formación de una nueva 
mentalidad del chileno medio, donde la lucha cotidiana por el mejoramiento 
individual con los consiguientes compromisos, como son el consumo a través del 
crédito, la venta de imagen y el endeudamiento, anulan las potencialidades de un 
sujeto solidario, afectivo, y con un compromiso de país donde se vinculen el interés 
individual con el interés colectivo. 



La lucha por conquistar objetivos comunes se pierde en el vacío de los compromisos 
individuales que el sujeto adquiere con el sistema para mejorar su calidad de vida, 
entendida está última como su vínculo de dependencia con los objetos que compra 
para sostener un status material que lo “dignifique” en una sociedad donde la 
valoración está dada por este entorno perverso y subjetivo. 

Entonces vive bajo la imposición de una legislación que no construye y de una 
mecánica de funcionamiento dada que esta dispuesto a asumir de manera sumisa e 
irracional, haciendo propia conductas cimentadas en el lucro y el egoísmo en forma 
simultanea. 

Otro aspecto de esta realidad es el que provoca la penetración ideológica en los 

sectores populares de menores ingresos. Imposibilitados de acceder a las ofertas 
comerciales del mercado, acumulan frustraciones y resentimientos frente a la 
incapacidad de proveerse de un automóvil, símbolo del éxito personal, de productos 
tecnológicos sofisticados, sin acceso a una educación superior o especializada, 
carentes de vacaciones en sitios de descansos como playas y lugares naturales del 
paisaje que ofrece el país por sus bajos ingresos, vegetan al interior de sus 
poblaciones con escasas posibilidades de traslado porque las familias no disponen 
de los recursos básicos para el transporte, y con limitaciones para financiar la 
canasta básica de alimentación. Su principal fuente de recreación masiva es la 
televisión de donde se nutren de argumentos y valores, y por tanto sus referentes 
son los sujetos públicos que transmiten ideas, imágenes y una cultura trivial que 
condiciona las expectativas de una masa abandonada a su suerte, en lo que se 
refiere a una educación integral que los proyecte más allá de su pobreza; están sin 
duda, fuera del sistema y del mercado, sin embargo, forman parte paradójicamente 
de este pues a pesar de su escasez de dinero, consumen a través de sistemas de 
crédito otorgado por las grandes casas comerciales. 

Los estereotipos humanos que representan el éxito personal para las mayorías. 

La penetración valórica impuesta por la televisión y la publicidad comercial 
establece paradigmas humanos que representan para la realidad actual, el éxito 
personal, la conquista de un espacio de prestigio y reconocimiento social que sirven 
como referentes simbólicos y dignos ejemplos para imitar. No se promueve el 
estudio y el conocimiento como factores claves para un crecimiento personal 
verdadero, la propuesta que predomina es la realización vocacional a través de 

funciones suntuarias e improductivas cuyo aporte al progreso y crecimiento 
colectivo es irrelevante. De esta manera, la cultura audiovisual presenta a modelos 
que exhiben vestuarios sofisticados, a periodistas triviales que se desdoblan en 
roles actorales y de humor, a actores de elite que forman parte de las áreas 
dramáticas de la televisión y que ventilan sus vidas para proveer de entretención a 
las audiencias pasivas, a bailarines producidos que realizan coreografías básicas y 
monótonas, a humoristas que explotan el doble sentido en materias relacionadas 
con la sexualidad humana, a futbolistas con escaso manejo del lenguaje y bajo 
perfil educacional, a tenistas de alta competencia que pertenecen a sectores medios 
altos y altos, a locutores que animan programas de diversión entre otros. ¿Que 
ofrecen este tipo de actividades?. Éxito personal y dinero. 

Desde esta perspectiva es más razonable como efecto de mostración para una masa 
empobrecida intelectualmente, reproducir los ejemplos de estas actividades. Bailar 
o cantar es más rentable que trabajar en una industria, modelar vestuario es 
menos exigente que estudiar una carrera técnica, basta con caminar bien y vender 



un poco de sensualidad, un buen futbolista tiene mayor impacto social y mejores 
ingresos que formar parte de la planta de profesores que trabajan cotidianamente 
en la educación, en fin, la realidad se distorsiona, provocando el absurdo de que un 
personaje de estas características accede a un bienestar a una valoración social de 
mayor alcance social que millones de personas que desde sus espacios laborales 
anónimos aportan al desarrollo y crecimiento del país con su trabajo rutinario sin 
que exista el mismo criterio para establecer ciertos equilibrios en el reconocimiento 
y en el tratamiento salarial. 

El concepto de belleza es otro elemento que se impone a partir de una 
comunicación audiovisual y una publicidad centrada en la promoción de imágenes 
de los sectores sociales medios altos y altos, contribuyendo a fomentar la 

discriminación entre las personas, y determinando criterios de selección y 
aceptación social en el mundo del trabajo y las relaciones sociales. Ser bello o tener 
“buena presencia” es un antecedente tan o más relevante que los conocimientos 
exigidos para acceder a una plaza de trabajo. Existen parámetros generales que 
aumentan los niveles de discriminación para un segmento importante de la 
población que no dispone de los ingresos básicos para responder a una expectativa 
de esta naturaleza. Presencia es sinónimo de carisma, personalidad, “gusto” para 
escoger un vestuario adecuado a estos criterios, dominio del lenguaje, calidez, 
adaptación (subordinación), estética. Aspectos necesarios, pero que no caracterizan 
a una masa que se encuentra en la búsqueda de un espacio laboral donde el acceso 
al crecimiento personal está determinado por la cantidad de ingresos de que 
dispone para incorporarse a un proceso de capacitación complementario y 
coherente con las exigencias descritas y que van más allá de la educación formal y 
la especialización profesional o técnica. 

Con mayor razón, son discriminados los sectores populares que no disponen de 
especialización alguna, y que deben aprender un oficio sobre la base de su 
experiencia laboral en una actividad determinada. Su escuela es el trabajo duro en 
construcciones habitacionales, de caminos, instalaciones de sanitarios, 
envasadoras de productos, y otras miles de funciones necesarias en el campo 
laboral. 

Desigualdad: prólogo y epílogo del modelo económico 

El que Chile se encuentre entre los 12 países con peor distribución del ingreso del 

mundo, entre Paraguay y Etiopia, cuando al mismo tiempo, ha sido calificado como 
un país con bajísimo riesgo para la inversión, así como una de las veinte naciones 
del orbe con mayor libertad económica, debería provocar un verdadero escándalo en 
la opinión pública, además, de al menos, provocar un serio debate en las más altas 
esferas de nuestra sociedad. Sin embargo, esto no ha sucedido. Recién en los 
últimos meses del año 2004, ha aparecido en los medios de comunicación y, este 
fenómeno, ha ocurrido porque el tema de las desigualdades está consignado en el 
Informe de Desarrollo Humano 2003 del PNUD y en informes, del mismo año, del 
Banco Mundial. 

La distribución del ingreso, es un indicador que nos permite observar la extremada 
concentración de la riqueza que ha ocurrido en Chile a partir de 1974, con la 
implementación del modelo neoliberal. Desde este año, en adelante, la tendencia se 
ha hecho creciente, acelerándose en la década de los años 90, período en que se 
recupera la democracia y se inician los gobiernos de la Concertación de Partidos por 
la Democracia. Según estudios para el período, basados en fuentes oficiales 



(MIDEPLAN) la brecha entre el decil más rico y el más pobre está en la relación de 
43:1, mientras que en países como Corea, Japón y Dinamarca no superan la 
relación de 10:1. Estas cifras, amén, de ser elocuentes, están indicando males 
mayores que pueden colocar en serio riesgo un crecimiento económico sostenido, 
por cuanto la experiencia indica que los países con menores grados de 
desigualdades consiguen la meta de crecer de modo sostenido en el tiempo. Y esta 
aseveración, de sentido común, es fácil de avalar, porque en la medida que las 
desigualdades en cuanto al acceso a una educación y salud de calidad, se 
mantengan o, inclusive, se profundicen, se estarán desaprovechando los recursos 
humanos que posee la sociedad. 

Porque de lo contrario, serán millares los chilenos que paulatinamente queden 

rezagados y marginados de las bondades que deberían traernos el escasísimo riesgo 
país o la extremada liberalización de la economía, si es que se pretende seriamente 
conseguir una opción para alcanzar el sitial de país desarrollado, en un plazo 
razonable; cuando sabemos que algunas naciones de América Latina, inclusive, 
cuando más de uno de nuestros vecinos poseen escasas posibilidades de lograr 
semejante sitial. Por tanto, para alcanzar esta meta, se torna necesario atacar como 
sociedad, sin que ningún estamento se desentienda, especialmente, aquellos 
sectores poseedores de poder político y económico, pues ellos tienen mayor 
responsabilidad, en la medida que pretendan mantener su sitial de sector dirigente, 
porque de lo contrario, les ocurrirá lo que ya ha pasado. Baste recordar la 
declinación experimentada por la aristocracia enriquecida por el salitre que ya para 
la celebración del centenario, mostraba evidentes signos de descomposición e 
incapacidad para regir el país. Su reemplazo no tardó y fueron los grupos medios 
los que irrumpieron modelando parte importante de la historia chilena del siglo XX. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

CAPÍTULO TERCERO 

Otra izquierda para un nuevo siglo 

Es evidente que el sistema político y económico actual en nuestro país margina a la 
mayoría de la población, generando una situación donde aumenta la explotación en 
la medida que le otorga cada vez más poder, y cada vez mayores garantías a los 
grupos económicos; consolidando a la vez, a través de los partidos políticos (única 
vía posible para el acceso a una cuota de poder) un modelo político donde la 
elección de representantes a los cargos públicos, neutraliza e invalida la opinión de 

los sujetos concretos en torno a temas que son determinantes para sus intereses y 
para el desarrollo estratégico del país. ¿Se le consultó a la ciudadanía la 
enajenación de empresas del Estado como la electricidad, el agua potable y otras, al 
sector privado?. ¿Era inevitable e indispensable que los servicios básicos dejarán de 
ser un bien social para convertirse en un negocio rentable de los grupos 
económicos?. 

En el caso especifico de las aguas pertenecientes al patrimonio de la municipalidad 
y los vecinos de la comuna de Santiago, ¿no habría sido mejor decidir la 
transferencia del sector público al sector privado a través de un plebiscito comunal?. 

Sin embargo, la elección de representantes (parlamentarios, alcaldes) concentra y 
privilegia la toma de decisiones en sujetos específicos y organizaciones políticas que 
tienen una visión del desarrollo, en su mayoría, de afinidad con los criterios de la 
economía capitalista mundial de occidente, liderada por el Fondo Monetario 
Internacional y el Banco Mundial; estrategia claramente ventajosa para el ejercicio 
de una macroeconomía al servicio de las empresas transnacionales, quienes se ven 
favorecidas por la dinámica de la globalización, en un escenario de negocios que 
estimula y concentra la riqueza en la superestructura de los países que están en un 
cuadro de complicidad y dependencia con el actual modelo, invalidando en gran 
medida los esfuerzos de diversidad y crecimiento de la microeconomía, cuyo eje 
motivacional es la supervivencia con dignidad y libre albedrío. 

La relación entre el poder económico y el poder político en este contexto, provoca 
como resultado, la exclusión consciente del pueblo que se encuentra en una 
situación de analfabetismo político, y que por tanto, carece del perfil intelectual 
básico necesario para una reflexión crítica que le permita comprender los 
fundamentos de dominación de esta doble realidad en la que está atrapado: 
exclusión y explotación, en un paradójico escenario donde cohabitan, una 
democracia restringida y un modelo económico de apariencia conceptual libre; pero 
cuyo marco jurídico se constituye en el factor que limita y condiciona esta 
contradictoria situación de status en que viven los chilenos, desde la instalación de 
la dictadura militar en la década del setenta, y luego, con algunas variaciones, en el 
sistema democrático actual, controlado por un conjunto de paradigmas autoritarios 
que se han consolidado a través del tiempo. 

El pueblo, sujeto popular que se encuentra en una condición de explotación dentro 
de nuestra estructura económica, y en una condición de dominados en la 
estructura política democrática de representación monopolizada por una 
partidocracia, son los que le otorgan la condición de popular, sin embargo, la 



condición de sujeto se la otorga su capacidad efectiva de imponer su voluntad 
política en una estructura social determinada. 

Lejos estamos aún, de que el pueblo alcance este nivel de conciencia, mientras los 
bloques políticos hegemónicos se disputan la administración del poder bajo la 
mirada vigilante de los grupos económicos nacionales e internacionales que 
determinan los rumbos de la globalización neoliberal. 

Y es que las oligarquías política y económica actúan con lógicas totalitarias, 
imprescindibles desde su óptica, para conservar el con junto de privilegios sociales 
alcanzados mediante la imposición cupular de esta forma de organización del 
Estado. 

¿Por qué existen las izquierdas y las derechas en política? 

Historicamente, en los sistemas políticos abiertos se disputa el acceso al poder 
sobre la base de la existencia de sujetos que, se agrupan con el objetivo de 
representar un conjunto de intereses que expresan desde su identidad conceptual, 
lo que consideran sus legítimos derechos que harán valer desde su presencia en el 
Estado (los gobiernos no son y técnicos y neutrales, representan un mandato 
popular). Por esta razón, emergen las burguesías (productoras) en Francia, 
Inglaterra y Alemania entre otros países, quienes cuestionan el poder y el sistema 
económico de las monarquías, derrocándolas y sustituyéndolas por un sistema 
republicano y democrático que incorpora nuevas modalidades tecnológicas, y 
establece un modelo político que reconoce la existencia de sectores que debaten y se 
confrontan sobre la base de principios e ideas que se imponen, en la medida en que 
son capaces de legitimarse entre la población, quienes participan y comparten los 
criterios generales de un grupo político específico para darle gobernabilidad a un 
Estado determinado. 

Este proceso que es sin duda de mayor complejidad analítica, se viene expresando a 
través de diferentes experiencias, la proliferación de diversas teorías sociales se ha 
encargado de fundamentar las razones por las cuales un determinado tipo de 
organización social es el resultado de intensas contradicciones entre sujetos y 
grupos políticos que cohabitan en un determinado espacio y tiempo concretos. 

La problemática está dada por el hecho de que las características que justifican la 
existencia de una superestructura del Estado, tiene un fundamento político que es 
el reflejo de factores económicos, filosóficos, valóricos, antropológicos, que 
interpretan el rolde un determinado tipo de sujeto en la sociedad, asignándole una 
función protagónica en el ejercicio del gobierno, y en la administración de los 
procesos productivos. De esta manera, las teorías del capitalismo se asocian con las 
burguesías emergentes a fines del siglo dieciocho, y se reproduce esta relación en el 
tiempo hasta nuestros días, solo que, el concepto burgués va dando paso a 
nomenclaturas tales como productores, empresarios, exportadores, financistas, los 
que se identifican en política con el sector tipificado como la derecha. Dado el grado 
de complejidad creciente de la modernidad, y por tanto, una división del trabajo con 
más variables a partir del siglo veinte en adelante, este sector incorpora 
laboralmente a vastos sectores intermedios, constituidos por redes de profesionales 
y técnicos destinados a dirigir y administrar las empresas y el sistema financiero, 
estableciéndose un sistema de poder jerarquizado que, determina las estrategias 
productivas y los criterios de inversión que deben darse para reproducir la riqueza y 
perpetuar su concentración. De este marco económico dependen subordinadamente 



el numeroso pueblo asalariado, ya sea en industrias de producción de alimentos, 
vestuario, computación, automóviles, o en los bancos y financieras, en las 
empresas de comunicaciones como la televisión, la radio, la prensa, por señalar 
algunos ejemplos. Estos segmentos en esencia constituyen el bloque político de la 
derecha en Chile que se expresa a través de partidos políticos como la Unión 
Demócrata Independiente (UDI) y Renovación Nacional. No obstante que participen 
o apoyen consciente o inconscientemente a estos partidos, sectores de la opinión 
pública pertenecientes al universo popular. Son muchos los pobres de comunas 
populares que legitiman la acción de estos grupos de poder por la vía del voto en 
elecciones públicas, delegándoles el mandato a sus representantes en el parlamento 
y en los municipios; y son estos mismos pobres los que reciben el impacto de sus 
decisiones cuando modifican las leyes laborales, aprueban la flexibilidad laboral 

dejándolos en evidente riesgo de cesantía. Impiden la aplicación de un impuesto a 
las empresas mineras extranjeras y en consecuencia disminuyen la inversión en 
programas sociales promovidos por el Estado. En el otro espectro se sitúa la 
izquierda, expresión política que emerge con un discurso crítico, y debelador de la 
forma como están planteadas las relaciones de producción en la sociedad 
capitalista desde sus orígenes, y un análisis demoledor sobre el rol que desempeña 
el Estado en un escenario económico de estas características. La política de 
izquierda reivindica a través de sus ideas, los derechos inalienables de los 
trabajadores, entendiéndose por tales, a los obreros gráficos, metalúrgicos, de los 
vendedores de tiendas comerciales, de los garzones de bares y restaurantes, de los 
profesores, de los funcionarios bancarios, de los empleados del Estado y los 
municipios, de los trabajadores de la cultura, de los derechos actuales de la 
juventud, de la problemática de género: equidad en el trato hacia la mujer, de la 
defensa de los intereses de las minorías étnicas, de las minorías sexuales, en fin, de 
los asalariados independientemente de su diversidad, y los status subjetivos que les 
proporcionan en sus espacios laborales específicos. En términos muy generales, la 
política de izquierda es una visión crítica potencial que se activa y lucha contra la 
explotación y la exclusión de que son victimas los asalariados en una sociedad 
neoliberal, que impone un sistema político monopólico, subordinando la vida de los 
chilenos a través de un sistema jurídico elaborado al margen de su voluntad y de su 
conciencia, y de un modelo económico que lo reduce a una condición mínima de 
“agente productivo”, condenándolos a una precaria situación de ingresos y sin 
proyecciones de crecimiento. Es perfectamente posible agregar a este análisis, a 
una multiplicidad de trabajadores informales como son los temporeros, los 
ambulantes y otros, que están al margen de la “institucionalidad económica”, y por 

tanto, carentes de previsión social y salud. Como las “reglas del juego” están dadas; 
quienes se rebelen o pongan en duda la normativa jurídica de la cual no han sido 
gestores y que además se desconoce, reciben sanciones como el despido, la 
persecución o la represión, expresiones cotidianas de un “Chile libre y democrático”. 
Sin embargo, la izquierda chilena actual es exigua, y a la hora de las mediciones 
cuantitativas y cualitativas, la realidad se le muestra adversa, situándola en 
representaciones de minoría. Es sin duda, por ahora, un antecedente potente que 
deja en evidencia un conjunto de debilidades que la hacen inviable para vincularse 
y hacerse creíble frente a un pueblo que pretende reivindicar. 

Factores internos y externos que influyen en la crisis de la izquierda chilena 

La izquierda formal en Chile está constituida por el partido socialista, el partido 
comunista, el partido radical, el partido humanista, y otros segmentos de menor 
influencia y reconocimiento social como son La surDa, el Mir, la izquierda cristiana, 
sectores trotkistas, el partido comunista revolucionario, los anarquistas, y otras 
agrupaciones vinculadas al movimiento sindical y estudiantil. 



Este reconocimiento a su condición de izquierda está avalado por sus declaraciones 
de principios, documentación elaborada en sus encuentros partidarios, y en sus 
medios de expresión públicos. Su plataforma comunicacional se reconoce a través 
de diarios como El Siglo, vocero del partido comunista, la revista Punto Final de 
orientación mirista, el periódico Rumbo del partido socialista, la revista surDA del 
movimiento surDA, y otros impresos de circulación más restringida. En otro ámbito, 
se encuentra la radio Nuevo Mundo, y otras radios y canales de televisión 
comunitarios, que en su mayoría están dirigidos por jóvenes que sostienen una 
posición crítica al modelo económico y político que se ha impuesto a la sociedad 
chilena. Su presencia pública es mínima en una sociedad de masas, donde las 
comunicaciones cumplen un rol estratégico a la hora de transferir las ideas y 
propósitos de cada uno de estos referentes. Es más, su reconocimiento mediático es 

casi inexistente. Desde la década del setenta a la fecha, la izquierda chilena ha 
vivido un proceso regresivo en materias de representación, y nuevos fundamentos 
teóricos en sus propuestas. Durante el gobierno de la Unidad Popular encabezado 
por el presidente Salvador Allende, alcanzó un porcentaje de un 50% promedio en 
las elecciones municipales del año 1971, y un porcentaje de un 40% promedio en 
las últimas elecciones parlamentarias en marzo de 1973, poco antes del golpe 
militar. 

Su devastación y dispersión a través del mundo, producto de la represión de que 
fue victima por la acción de la derecha y la dictadura, la sumió en la clandestinidad 
de manera compartimentada para garantizar su sobrevivencia. Su historia está 
recreada por acciones coherentes, de gran voluntad y compromiso en su lucha por 
recuperar la democracia. Sin embargo, no consiguió una coordinación de las 
acciones entre sus referentes más importantes: el partido socialista, el partido 
comunista, el MIR y el F.P.M.R.. 

Al término de los cruentos años de régimen militar, y el ingreso a un nuevo 
escenario interno y externo (caída de los socialismos reales a nivel internacional, e 
inicio de una “democracia protegida” en Chile) provocó un distanciamiento entre los 
conglomerados socialista y comunista, y una eventual extinción de agrupaciones 
menores. 

Mientras el partido comunista continuó analizando la realidad social y política 
chilena desde una perspectiva marxista - leninista. El partido socialista desechó la 
teoría leninista como una matriz teórica orientadora de sus reflexiones y 

conclusiones, y gradualmente, en términos estructurales se fue distanciando del 
marxismo y su metodología; consideró insuficiente por si mismo el materialismo 
histórico y la teoría de la lucha de clases, aunque entre sectores de su militancia se 
mantiene vigente el método marxista de análisis de la realidad, y en menor medida 
el leninismo. 

Desde el punto de vista de las alianzas, los comunistas se mantuvieron con algunos 
de sus viejos aliados estratégicos a través del Movimiento Democrático Popular 
(M.D.P.) durante los últimos años de dictadura, y luego en el movimiento P.A.I.S. 
para enfrentar las primeras elecciones parlamentarias en democracia. Sus 
compañeros de ruta fueron el P.S. Almeida, el MIR y el F.P.M.R. 

Por su parte, los socialistas que se distanciaron de su tradición marxista y se 
aproximaron a las tesis reformistas del Partido Socialista Obrero Español y al 
Partido Socialista Francés, en síntesis, al socialismo europeo y sus tesis social 
demócratas, identificándose en sus orígenes con dirigentes como Carlos Altamirano, 



Carlos Briones y Jorge Arrate. Este sector formó parte de la Alianza Democrática, y 
luego de la coalición gobernante, la Concertación de Partidos por la Democracia. 

En el intertanto, se produjo la unión de ambos sectores socialistas, dando paso a 
un reencuentro del viejo tronco socialista en un acuerdo pactado desde “arriba” por 
las cúpulas de ambos partidos; previamente se habían incorporado a esta orgánica 
sectores del MAPU, del MIR, y de la Izquierda Cristiana. Esta unidad incorporó al 
sector almeidista al primer gobierno de la Concertación, distanciándolos de sus 
aliados pretéritos: el partido comunista, la izquierda cristiana, el MAPU, el MOC 
(mapu obrero campesino) y el MIR, disminuyendo a cero su representación 
parlamentaria. Es necesario reconocer que de no haberse provocado esta unidad, la 
alianza P.A.I.S. habría contado entre sus filas a tres parlamentarios en el período 

descrito. A partir de ese hecho histórico, el partido comunista quedó aislado con un 
porcentaje de un cinco por ciento promedio de representación electoral en el país, 
frente a dos bloques mayoritarios, la Concertación y la derecha. Sin embargo, ha 
subsistido en un escenario político que le es completamente adverso, y que lo viene 
limitando en su intento por crecer, dado que su capacidad de penetración en el 
tejido social choca con los cambios culturales e ideológicos experimentados por la 
población; quienes a pesar de su exclusión y explotación no se identifican con el 
proyecto comunista. Hay en ambos sectores un cierto estado de alienación, los 
primeros en la preservación rigurosa de su ideología, y los segundos, victimas de la 
manipulación cultural e ideológica del modelo político y económico impuesto 
durante los últimos veinte años. Por su parte, el partido socialista se ha venido 
desperfilando. De conducta funcional y acrítica a los lineamientos de los gobiernos 
de la Concertación, es un actor pasivo frente a las lacras que genera el modelo 
neoliberal. De hecho, si lo cuestiona formalmente a través de un discurso crítico en 
algunas oportunidades, la actitud de sus representantes públicos y de quienes 
toman las decisiones, se caracterizan por darle legitimidad al tipo de relaciones de 
producción y al estilo de gestión económica desarrollada por los ministerios de 
hacienda y economía en la actualidad. No han intentado una acción sostenida por 
modificar la miserable política salarial de que son victimas los trabajadores, ni a la 
normativa laboral existente. Jamás han planteado, la necesidad de formar una 
asamblea constituyente para elaborar una nueva Constitución Política, y se han 
resignado a efectuar ajustes a la Constitución del año 80, elaborada por el 
pinochetismo en dictadura. Son innumerables los ejemplos de distanciamiento 
entre el partido socialista y los trabajadores. El P.S. es en la actualidad una 
institución neutra, controlada por un segmento de profesionales y algunos 

empresarios pertenecientes a los segmentos ABC 1 de la sociedad chilena. El 
habitat de su dirigencia se encuentra en las comunas más acomodadas de la región 
metropolitana y el país, donde cohabitan paradójicamente con sectores ciudadanos 
proclives a la derecha, lugar en donde son siempre una minoría “progresista” 
privilegiada. Atrás quedaron los tiempos de la República Socialista de Grove, el 
programa socialista de 1947 del filósofo y ex rector de la Universidad de Chile, 
Eugenio González , o de la tesis de la República democrática de trabajadores, 
esbozada por el ex Secretario General de esa colectividad, Salomón Corbalán. La 
clase política del partido socialista ha creado un diseño institucional de su partido 
que les permite reproducirse en el poder, sin que existan condiciones para un 
recambio generacional o dirigencial, y un cambio de estrategia que lo resitúe en la 
política chilena en una condición de compromiso con los trabajadores que vaya más 
allá de las coberturas de gobierno, y la preservación en el poder dentro de estas 
lógicas. Estos argumentos generales resisten excepciones, pero la actitud global de 
sus cúpulas dirigentes son las que a fin de cuenta determinan la agenda política y 
sus acciones especificas. La izquierda de fundación reciente se encuentra en una 
situación más embrionaria, aunque algunos sectores como la surDA, el Mir, la 



Izquierda Cristiana entre otros, muestran una presencia orgánica y política en el 
mundo universitario, y en las federaciones de enseñanza media, antecedente de 
importancia, si consideramos que esos jóvenes representan un recambio 
generacional en espacios de poder en un futuro relativamente cercano. Finalmente, 
intentaremos una aproximación general al radicalismo, al P.P.D., y al Partido 
Humanista. Los radicales en Chile tuvieron un valor de representación social y una 
gestión gubernamental durante algunas décadas del siglo veinte. El gobierno del 
profesor Pedro Aguirre Cerda, , se destacó por su fomento a la educación primaria, 
por la creación de la corporación de fomento (CORFO), que inició el proceso de 
industrialización en Chile desde el Estado; en fin, el aporte del partido Radical fue 
esencial para el desarrollo de la sociedad chilena a partir de la década del treinta 
hasta los setenta del siglo pasado. Desempeñaron un rol importante en el gobierno 

de la Unidad Popular, luego en el exilio y en el interior durante los años de 
dictadura para recuperar la democracia. Sin embargo, su presencia pública en 
democracia ha sido sostenida por su coalición, la que ha mediatizado su condición 
de partido de izquierda. Los principios de un socialismo democrático que 
fundamentaron su existencia no se reflejan en la gestión de sus mandatarios en el 
gobierno y en el parlamento, y se han ido extinguiendo entre su referente por la 
fuerza socializadora del modelo económico neoliberal, y por el carácter político de la 
coalición gobernante. Por su parte, el Partido Por La Democracia (PPD) es un 
referente que ha evolucionado desde una izquierda pro europea a una visión más 
liberal, su condición de partido ciudadano lo sitúa principalmente en el ámbito de 
la competencia en las elecciones públicas y su representatividad en organizaciones 
sindicales, estudiantiles y vecinales es relativamente escasa. No tiene una presencia 
importante en el tejido social, sin embargo alcanza una representación promedio de 
un once por ciento, lo que le permite tener representantes en el parlamento y en 
cargos estratégicos en los gobiernos de la Concertación. El PPD tiene un discurso 
público que busca identificarse con los problemas sociales de mayor gravitación, 
pero su condición de partido pluriclasista dirigido por sectores medios altos lo 
mantiene a distancia de la realidad cotidiana de los pobres. Su carácter en este 
sentido se expresa en sectores de centro izquierda y de centro derecha que debaten 
y se alinean sobre fundamentos coyunturales, no está claro determinar cuales son 
sus objetivos de mediano y largo plazo. Es tal vez, el partido de mayor pragmatismo 
en la política chilena, y una parte importante de su base militante es difusa, 
cuantitativa y sin una matriz intelectual sólida para enfrentar el debate de ideas. El 
partido Humanista, por su parte es un actor crítico al modelo económico actual, 
son partidarios de una economía sustentable y su preocupación por los temas 

ecológicos los hace protagonistas de un discurso que entra en la agenda de 
discusión política como un área relevante en materias legislativas y de fiscalización 
del Estado para evitar una devastación irracional de los recursos naturales que 
tiene el país, recursos que son un patrimonio colectivo de todos los chilenos. 
Finalmente, debemos señalar que desde la Democracia Cristiana en la década del 
setenta se trasladaron a espacios políticos de izquierda grupos de militantes que a 
partir de la gestación del documento conocido como “La vía de desarrollo no 
capitalista”, fundaron el Movimiento de Acción Popular Unitario (MAPU) y la 
Izquierda Cristiana. 

Izquierda y trabajo, izquierda y capital 

Si observamos el proceso de constitución de la izquierda, tiene un claro componente 
de clase, izquierda es sinónimo de trabajador, es sinónimo de asalariado, es 
sinónimo de obrero, es sinónimo de campesino, es sinónimo de artistas e 
intelectuales, etc.. La izquierda ha representado los intereses de los pobres en los 
espacios y foros públicos. El proyecto de país de la izquierda es un modelo donde 



las clases trabajadoras puedan expresarse como un poder social y político capaz de 
decidir en los grandes temas que tienen un carácter estratégico para el desarrollo 
de la sociedad. Desde esta perspectiva es más importante decidir que votar, o en 
último termino, votar para tomar decisiones que para elegir representantes. ¿Cual 
es la idea en este sentido?. Chile en el último tiempo enajenó de la propiedad del 
Estado al sector privado, empresas que tenían un carácter estratégico para el 
desarrollo del país bajo la égida de la justicia social. El agua, la luz, las 
comunicaciones, el acero, entre otras fueron licitadas a precios irrisorios 
perjudicando el patrimonio nacional; quienes lo hicieron, actuaron y decidieron en 
calidad de representantes de los intereses de la nación. Pero, los integrantes de la 
nación no se enteraron o no comprendieron la magnitud de esta enajenación y el 
daño que se le causó al interés nacional. Este ejemplo intenta graficar la afirmación 

anterior de que “es más importante decidir que votar, o votar decidiendo sobre estos 
temas que, elegir representantes para que decidan por la ciudadanía”. De esta 
forma, los “representantes” del pueblo podrían en el futuro privatizar el cobre, 
enajenar tierras desde el Ministerio de Bienes Nacionales, atentando contra la 
identidad geopolítica del país, y de paso, someter cada vez más a un pueblo que 
carecerá de la necesaria protección que debe proporcionarle un Estado unitario y 
democrático verdadero. El rol de una izquierda autentica debería actuar 
categóricamente para impedir la enajenación del país a sectores empresariales 
internos y externos de manera irracional, sobre el móvil de sus negocios que son 
expeditos en la medida en que se liberalizan y el Estado les otorga mayores 
garantías, pero que en forma contradictoria empobrecen a los trabajadores y los 
mantienen en status quo por años respecto de su situación salarial. En este sentido, 
se entiende la propiedad de la tierra como parte importante del patrimonio de los 
chilenos, de la misma manera el cobre, las aguas, el mar y sus recursos naturales 
entre muchos otros bienes. De tal manera, que aquellos que administran estos 
recursos en forma transitoria desde el ejercicio del gobierno o del parlamento, no 
están en condiciones de asumir la transferencia de una propiedad colectiva de 
todos los habitantes del país, sin realizar una consulta nacional que fije criterios 
desde la población para que se conviertan en un mandato popular para las 
autoridades frente a temas de tanta sensibilidad. Si a través de un plebiscito el 
pueblo no desea enajenar sus bienes colectivos, no pueden ser subastados o 
entregados para negocios de individuos que a veces ni siquiera asumen que deben 
retribuir con la cancelación de un impuesto básico, el privilegio que se les otorga de 
beneficiarse con un patrimonio que le es usurpado al interés nacional. Desde esta 
perspectiva, la democracia representativa se constituye en el poder absoluto de una 

partidocracia dirigida por un segmento oligárquico que sobre la base de acuerdos 
súper estructurales habilita a grupos económicos para que exploten los recursos de 
todos los chilenos, la minería es un caso emblemático de este período. La izquierda 
ha estado no en contra del capital, pero si frente a él, pues ha representado al 
capital humano de todo proceso productivo o de servicios, como son los 
trabajadores, desde esta ubicación en el espacio político ha luchado por mejorías 
económicas, por derechos sociales y laborales, y se ha enfrentado a la visión 
hegemónica y antidemocrática de grupos empresariales cuyo compromiso de país es 
relativo, y se mediatiza con sus negocios estratégicos y coyunturales. Sin embargo, 
la relación histórica de izquierda y trabajo aparece disociada en el actual esquema 
de partidos políticos chilenos, no existe con claridad un partido de trabajadores, 
que exprese a partir de su propia realidad y con dirigentes que garanticen una 
identidad corporativa y política en estricta coherencia con los fundamentos que 
exigen la presencia en una sociedad de un conglomerado de izquierda: a saber, la 
defensa integral de las clases trabajadoras y la incorporación de estas a las 
decisiones estratégicas para la creación de una organización social libre, 



democrática, equitativa, con fuerte presencia de los trabajadores en los espacios de 
poder público y privado, que garanticen la superación del modelo neoliberal. 

La necesidad política de refundar una izquierda moderna, transformadora y 
democrática. 

Hemos señalado con anterioridad que la izquierda formal en la actualidad son el 
partido socialista, el partido comunista, el partido radical - social demócrata, la 
surDa, la Izquierda Cristiana, entre otros. Sin embargo, por las características de 
su discurso y de su acción pública, es prácticamente imposible identificar al partido 
socialista como un partido de trabajadores, y si su orgánica está constituida por 
trabajadores, el perfil de su inserción y del gobierno en el que participa lo 

distancian claramente de una posición de izquierda. El P.S. en la actualidad es un 
ente abstracto, neutro frente a sin número de temas nacionales e internacionales, y 
con una clase dirigente de nivel socioeconómico medio alto que carece de la 
sensibilidad necesaria para aproximarse con un cierto grado de compromiso a las 
problemáticas de pobreza y marginación del mundo popular. De hecho, ni siquiera 
se permiten vivir entre ellos. Si observamos la actual composición de senadores 
socialistas en el parlamento (año 2005), podemos afirmar que entre estos no existe 
ningún representante de la clase trabajadora, y con el actual sistema político no 
habrá en el futuro un dirigente del pueblo en el senado. Igual situación ocurre con 
muchos personeros de gobierno. A pesar de esto, hay entre las filas socialistas un 
gran contingente de asalariados que no comparten las líneas generales de 
conducción de su partido y que constituyen un semillero para la refundación de un 
nuevo movimiento popular. En el caso del partido comunista, hay después de la 
caída de los socialismos reales, una crisis de su ideología que en términos generales 
continúan redituando. No obstante que son en gran medida el grupo político que 
más se aproxima a la defensa de los intereses de los trabajadores, la presencia del 
lenguaje comunista en una sociedad abruptamente transformada por las variables 
económicas y culturales del modelo, provocan una disociación entre las ideas de los 
primeros y la práctica de los segundos en su que hacer cotidiano. Es imprescindible 
que el P.C. se actualice y busque a través de su reflexión una propuesta moderna 
que le permita superar su reflexión de bloques, la vieja dicotomía socialismo versus 
capitalismo de la época de la guerra fría no existe en la actualidad, y por tanto, su 
compromiso cerrado a este esquema hace incomprensible para una sociedad 
despolitizada e incrédula, una propuesta hegemónica de su vertiente. Si 
observamos la última cumbre de la APEC realizada en Santiago durante la primera 

quincena del mes de noviembre de 2004 en Santiago, debemos dar cuenta de la 
participación de China Popular y Vietnam, países de raigambre comunista que sin 
embargo han abierto sus economías y se han sumado a la propuesta sugerida en 
materias comerciales por el neoliberalismo que impera en gran parte de los países 
de occidente. Por esta razón, entre otros fundamentos no hay una relación de 
consecuencia siempre entre política de izquierda y comunismo, entre política de 
izquierda y socialismo, entre política de izquierda y populismo, cuando estas 
alternativas están consolidadas en el ámbito del poder. La izquierda según una 
definición lingüística es “lo que está situado con respecto al hombre al lado del 
corazón”, por tanto, suma a su sensibilidad y a sus argumentos, las emociones 
humanas con toda la carga de subjetividades que la componen. Es por tanto, más 
que una propuesta ideológica, un proyecto de vida, una construcción holística. Un 
ideal que actúa como una carga sicológica en el individuo que cree en una realidad 
de mayor equilibrio y justicia, y por tanto, asume un rol protagónico en la lucha por 
alcanzar tales objetivos. La izquierda actual se encuentra difusa en diferentes 
espacios de la sociedad chilena, pero no tiene un protagonismo significativo en los 
partidos formales que los vincula por sus antecedentes históricos dentro de esta 



opción. En términos generales estos han sido copados en su conducción por una 
oligarquía que mediatiza los lenguajes políticos, neutralizándolos. Se trata de 
segmentos de profesionales que provienen de ámbitos diferentes a la clase 
trabajadora. Atrás quedaron los Recabarren, los Aguirre Cerda, los Allende, los 
Ampuero, personalidades emblemáticas de un pasado riguroso y coherente entre el 
pueblo, su dirigencia y sus ideas. Por esta razón se hace imprescindible la 
formación de una neo-izquierda y un movimiento popular que incorpore a las 
nuevas generaciones a las tareas políticas de disidencia y de resistencia al lenguaje 
modernizador del capitalismo. Un movimiento popular que se constituya al interior 
del sistema en un poder fáctico, que tenga la capacidad de ejercer presión sobre los 
poderes establecidos para reformular, rectificar y transformar la agenda que 
consolida un sistema político y económico cerrado y dogmático. Es imprescindible, 

romper con el monopolio de los partidos políticos tradicionales como único factor 
para acceder al poder del Estado. Intervenir para alterar la autodenominada 
estabilidad que garantiza al poder su reproducción sin límites en las funciones 
públicas sin que se puedan establecer las debidas y legitimas competencias. Para 
estos efectos, es necesario incorporar el mecanismo del plebiscito como consulta 
obligatoria frente a temas económicos y políticos de carácter estratégico, terminar 
con el presidencialismo, el cesarismo, el caciquismo, el alcaldicismo, formas 
premodernas de un autoritarismo a ultranza que se impone sobre la voluntad de las 
organizaciones sociales, vecinales, quienes podrían expresarse a través de 
reflexiones compartidas, colectivas, en cabildos abiertos en los casos de las 
comunas, estableciéndose una pirámide que establezca el debate desde la base 
hasta las cúpulas con una amplia participación ciudadana, con un rol de mayor 
fiscalización del pueblo hacia aquellos que desempeñan una función pública, y con 
la capacidad de revocarlos de sus cargos antes de que terminen sus períodos, en 
caso de que estos actúen en contradicción con la voluntad y los intereses de los 
ciudadanos de una comuna, una región o del país. El paternalismo que impone un 
estilo autoritario de administración política es parte de una estrategia de anulación 
de las voluntades y criterios individuales de los ciudadanos, a quienes se ha 
despolitizado a propósito durante los cruentos años de dictadura, se los ha 
prejuiciado respecto del valor y el rol de la política en una sociedad contemporánea. 
Se ha restringido el acceso al conocimiento político de la masa ciudadana 
sumiéndola en una cuadro de analfabetismo respecto de estas materias, sin 
embargo se la requiere formalmente para elegir a representantes a quienes se 
presume con la responsabilidad, la habilidad y la formación suficiente para ejercer 
cargos públicos. Es necesario clarificar que no existe la izquierda como una 

totalidad, sino más bien, las izquierdas, aquellos sectores que a través de la historia 
se han mimetizado con el lenguaje y la intereses de los pobres, una categoría que la 
actualidad abarca a un número significativo de chilenos en la actualidad. Desde los 
orígenes sociales más remotos del hombre, se han constituido organizaciones 
destinadas a liberar a los más débiles y necesitados de la opresión de las 
monarquías, oligarquías, aristocracias, que han ejercido el poder en sociedad. Un 
ejemplo categórico de esta realidad es la rebelión encabezada por Espartaco, esclavo 
y gladiador que se rebela contra el imperio romano encabezando una sublevación 
de sus pares para conquistar su libertad. El resultado fue desastroso y la mayoría 
de los esclavos fueron asesinados por sus dominadores. Este es un ejemplo básico 
de una propuesta de izquierda : la emancipación de la esclavitud liderada por los 
propios esclavos, su contenido principal, la lucha por alcanzar la libertad. Entonces, 
ya tenemos un factor que define el carácter de una política de izquierda, un 
concepto abstracto, filosófico, pero al mismo tiempo concreto en su expresión, 
poner termino a una división tan categórica entre hombres libres, con derechos 
plenos, y aquellos que carecen de un requisito mínimo para vivir con dignidad, la 
condición de ser libres. Posteriormente, se establecerá una relación entre libertad 



política y libertad económica, no es posible ser libre, si no se da esta doble 
condición, la autonomía económica pasa a ser una condición esencial para que el 
hombre alcance una realización plena, objetivo que se alcanza en la medida que las 
riquezas que se producen colectivamente en sociedad se distribuyen con justicia y 
equilibrio entre los componentes de una misma realidad. Los derechos económicos 
tienen la misma importancia que los derechos políticos. Comer, vestirse, vivir con la 
mayor equidad posible, disminuir la brecha que existe en este sentido en las 
sociedades administradas con una lógica capitalista. La revolución francesa es un 
alzamiento popular que avanza en la conquista de los derechos individuales, y una 
forma de organización social que dará un paso importante en el ámbito político 
para mejorar las condiciones de participación social de los individuos, nos estamos 
refiriendo a la democracia. Entonces ya tenemos dos nuevos elementos que son 

constitutivos de una política de izquierda: la libertad y los derechos económicos 
sumados a la idea de una democracia plena, participativa y cada vez más directa. 
Las ideas evidentemente son más complejas, y han sido expuestas por grandes 
teóricos que han esbozado los fundamentos de una izquierda socialista como son 
Marx y Engels, Lenin, Gramci, y muchos otros vinculados a la izquierda marxista. 
La izquierda anarquista por su parte se expresa a través de teóricos como Proudhon, 
Kropotkin, y Chomsky en la actualidad, en fin, las teorías que se identifican con la 
vertiente de izquierda es bastante amplia, y en una caracterización general 
podemos reconocer movimientos y propuestas de izquierda anteriores al socialismo, 
las socialistas propiamente tal, y las post socialistas. Desde otra perspectiva 
identificamos a una izquierda socialista, a una izquierda anarquista, a una 
izquierda liberal y republicana, a una izquierda antiglobalización, a una izquierda 
ecológica, a una izquierda nacionalista, a una izquierda social demócrata entre 
otras. Cada una de estas vertientes haciendo uso de categorías de análisis distintos 
han pensado la realidad para reorganizarla sobre la base de superar el escenario 
capitalista y el actual modelo económico neoliberal, sin embargo las construcciones 
sociológicas y las especulaciones sobre nuevos escenarios ideales han bloqueado la 
construcción de una fuerza política común, de tal manera que la ideología que es 
un antecedente esencial en la construcción de una estrategia política de izquierda, 
ha fortalecido desde una dimensión abstracta, las razones que reivindican los 
derechos de las clases trabajadoras, pero desde una razón practica las variables 
reflexivas han sido un factor que tiende a anular la voluntad de construir un 
escenario programático común para avanzar integradamente en las diversas 
coyunturas sobre la base de intenciones objetivas y reales. No es la construcción 
del socialismo, ni de una sociedad anarquista el destino inmediato de una política 

de izquierda en nuestra realidad actual. No es la socialización de los medios de 
producción, ni la toma del poder como una totalidad los objetivos de la acción de la 
izquierda, aspectos importantes pero relativos, en una realidad pluriclasista y 
pluricultural como la nuestra. Son las reivindicaciones el denominador que 
converge para los fundamentos de alcanzar un país más humano, más democrático, 
más tolerante. En términos más específicos se requiere con urgencia democratizar 
las empresas, democratizar el acceso a la riqueza, democratizar el poder que se 
encuentra bajo el control de una oligarquía política enquistada en los partidos, 
mejorar la situación de la militancia en los sindicatos. Reconquistar la gratuidad 
para los pobres en los espacios de atención de salud, de educación. Liberalizar 
estamentos herméticos y verticales como son las instituciones armadas y policiales. 
Nacionalizar los servicios básicos de consumo de agua, luz, energía, para 
distribuirla con un sentido social y no comercial. Establecer aranceles diferenciados 
en el pago del transporte y las comunicaciones, impulsar un nuevo proceso de 
industrialización del país que amplíe los espacios productivos a otras áreas de la 
manufactura y los servicios, y en consecuencia se aumenten de manera 
considerable los empleos. 



La ideología como un factor de restricción de la constitución de un frente amplio de 
la izquierda chilena 

Las matrices intelectuales son un factor importante para una perspectiva de 
evaluación de la realidad, pero no son determinantes a la hora de situar el debate 
para alcanzar mayores espacios de equidad y justicia social. La izquierda política, 
aquella que se desenvuelve dentro de ciertas lógicas de análisis, le he asignado un 
rol preponderante a la ideología. Este factor que tiene un valor relativo cuando se 
utiliza en una dimensión cosmogónica, vale decir como una visión universal e 
integrada de la realidad, se ha constituido en un elemento de orientación cerrado 
que facilita el camino hacia la fragmentación, y reduce el escenario desde un punto 
de vista conceptual hacia una construcción de una verdad sesgada. Sobre esta base 

se organizan los grupos disidentes al modelo capitalista, y se confrontan sobre 
proyecciones intelectuales que emanan del ejercicio de sus juicios críticos sobre la 
realidad social, económica y política de la sociedad. El proyecto estratégico pasa a 
ser un antecedente clave para un eventual agrupamiento. La lucha será por 
alcanzar el socialismo, o el socialismo democrático, dependiendo de la vertiente a la 
que pertenezcan sus integrantes, sean estos marxistas o social demócratas. 
Surgirán diferentes interpretaciones respecto del rol del Estado: Estado como 
instrumento de dominación de clases o como Estado de Bienestar, por señalar 
algunos ejemplos. Los anarquistas por su parte, sostienen como principio la 
abolición del Estado por tratarse de un estamento opresivo global. Luego, dentro de 
cada sector, y en particular entre el mundo socialista, se fragmentan en relación 
con la identidad que el grupo tiene desde el punto de vista teórico con algunos de 
los intelectuales que pensando la realidad, legaron una obra escrita o dejaron una 
enseñanza importante a través de una practica concreta. Entonces, nos 
encontraremos con seguidores de Marx y Engels, y luego con aquellos que 
profundizaron o prolongaron las ideas de estos autores como son Lenin, Trotsky, 
Gramsci, Mao Tse Tung, Althuser, Garaudi, Ernesto Guevara, el Che, Fidel Castro, 
Marcuse, y otros de menor influencia, reconocimiento o trascendencia. Surgen así, 
los movimientos de inspiración leninista, trotskistas, maoístas, Castro-Guevaristas, 
Gramscianos, quienes disputan la hegemonía y validez de su discurso para 
instalarlo como el mensaje central entre las clases trabajadoras; pero las clases 
trabajadoras despolitizadas en la actualidad no están en predisposición de asumir 
estas construcciones de pensamiento, sea porque las desconocen, porque no se 
identifican con su lenguaje, o en último termino porque están prejuiciados con la 
política y con algunas de las teorías que la sostienen. Este pueblo informe desde 

una perspectiva política se aglutina por su situación laboral concreta: obreros, 
empleados, campesinos, profesionales, en cuyo interior se expresa una diversidad 
mayor, no es igual la situación social, económica y cultural, entre un minero del 
cobre, un obrero gráfico, una obrera de una empresa textil, hay entre ellos, 
distintas realidades económicas, lo que hace la diferencia frente al trato que reciben 
del mercado, el minero del cobre dispone de dinero para acceder a una situación de 
consumo mayor que los otros dos, y en consecuencia, podrá “comprar” una mejor 
educación para sus hijos, tener una mejor calidad de alimentación, mejores 
beneficios en su empresa, etc., entonces “sentirá” que su situación dentro de este 
ordenamiento invisible es superior a la de sus pares, y consciente o 
inconscientemente tenderá a estratificarse. Lo mismo ocurre entre un médico y un 
profesor, ambos profesionales, con roles importantes para el desarrollo del país. Sin 
embargo, mientras los primeros gozan de una situación socioeconómica importante, 
los segundos viven en un cuadro de bajos ingresos y privaciones de consumo frente 
al mercado. Las canastas de alimentos mensuales son radicalmente distintas, el 
acceso a la compra de automóviles está abierta para unos y limitada o cerrada para 
los otros, y esto genera nuevamente estratificación, discriminación y resentimientos. 



Las diferencias de ingresos son considerables, y la pregunta es, que criterio se usó 
para establecer el valor de una profesión en relación con la otra, y el tratamiento 
que se les viene dando a partir de esa decisión. Los ejemplos son muchos, pero lo 
que tratamos de evidenciar es la escasa o casi inexistente comunicación entre este 
pueblo que por su naturaleza debería identificarse con la izquierda política, pues se 
trata de la izquierda social; sin embargo, y a pesar de que existe una comunidad de 
intereses reales entre sectores políticos y sociales, la convergencia se encuentra en 
una situación estacionaria. Hay un problema de reconocimiento del estado de 
situación de conciencia del sector político hacia el sector social, y a la inversa, los 
sectores sociales no legitiman al universo político de la izquierda como el 
representante de las reformas o transformaciones destinadas a posesionarlos de 
roles de mayor influencia en los espacios de poder y de toma de decisiones de estos 

últimos. Difícil es pensar en el actual escenario a un sindicato bancario conducido 
desde una orientación marxista por sus dirigentes, no es creíble como realidad ni 
para unos ni para otros, menos un sindicato de profesores orientado por una 
propuesta leninista o maoísta, pues los niveles de desideologización de la izquierda 
social son casi absolutos. Sin embargo, empleados bancarios y profesores entienden 
que su situación salarial y de participación en sus empresas financieras o en sus 
colegios es casi inexistente a la hora de fijar criterios de inversión o de planificar 
estrategias educacionales de país, por tanto, ambos gremios están excluidos y 
explotados, pues el valor de su trabajo está siempre por debajo de la función que 
desempeñan. Por esta razón, los énfasis de ideologización de los grupos de 
izquierda ubicados en distintos espacios de la acción política terminan debilitándola 
y dividiéndola. Cada sector tiene como expectativa que los otros coincidan con su 
diagnóstico de la realidad, y se genera una situación hegemónica y auto referente 
respecto de la construcción de una alianza en común. Hasta el día de hoy, los 
comunistas rechazan a los trotskistas, por la vieja pugna histórica que este tuvo 
con Lenin en la revolución soviética en 1917. Así como esta, son muchas las 
componendas añejas que a la luz de esta cruenta realidad de marginación y 
explotación carecen de sentido. El país necesita una izquierda con lenguajes 
actuales, que se desdoble de si misma y mire hacia el país real, reinventando un 
discurso que llegué a la masa verdadera e inicie un nuevo proceso de politización 
del país, descentralizando la política de las elites que en nuestra democracia 
restringida tienen el monopolio de su ejercicio en el aparato del Estado. Los 
chilenos observamos el acontecer político como un fenómeno mediático, casi virtual. 
Por esta razón la política debe centrarse en una condición más coyuntural que 
estratégica, porque la sustitución del capitalismo será un proceso de largo alcance, 

y la construcción de un sistema democrático abierto, pluralista, con justicia 
económica, y con la mayoría del pueblo en la toma de decisiones, es una tarea 
cotidiana. Menos ideología y más pragmatismo en la elaboración de las políticas y la 
acción; desarraigándose de los prejuicios entre los diversos sectores. Nadie tiene la 
verdad como un ideal absoluto, de tal manera que se hace imprescindible terminar 
con los lenguajes que facilitan las exclusiones. Si un socialista no piensa igual que 
un comunista, si un comunista piensa diferente a un socialdemócrata o a un 
humanista, no significa que estos sean traidores o que hayan renunciado a su 
compromiso histórico con los asalariados y los postergados. Las descalificaciones 
son parte de una cultura fundamentalista que no contribuye a sumar sectores e 
individuos a una lucha común: frenar y modificar el rumbo del modelo neoliberal y 
profundizar la democracia en todos los espacios orgánicos de nuestra sociedad. Hay 
que hacer gestos de aproximación, enviar señales de unidad para hacer frente a 
una tarea transformadora que aun se encuentra en estado embrionario, incipiente, 
en un país dominado por oligarquías militares y políticas durante los últimos 
treinta años. 



La lucha por profundizar la democracia y la soberanía popular 

Cuando hemos planteado la necesidad de avanzar en el proceso democrático, nos 
hemos referido a la necesidad de trascender el sistema de democracia 
representativa, claramente insuficiente por si mismo. Chile está estigmatizado por 
el dominio de un fuerte autoritarismo que se expresa en la verticalidad de las 
relaciones económicas y políticas. Como fenómeno de control la autoridad está 
incorporada en todos los estamentos donde existen relaciones asociativas, de 
militancia o laborales. Existe una visión discrecional del poder que se hace presente 
en una gran cantidad de instituciones. El principio de autoridad está por sobre la 
razón, y el valor de un juicio por certero que este sea, queda mediatizado por la 
fuerza de la verticalidad que se genera desde un mando determinado. Así ocurre en 

el mundo de las empresas, en las instituciones armadas, en el aparato del Estado, 
en los partidos políticos, entre otros. Pensamos que la democracia debe ser un 
proceso horizontal, solo se consigue una cierta plenitud democrática cuando la 
convivencia se construye con equilibrios relativos. Responsabilidades y tomas de 
decisiones compartidas entre empresarios y trabajadores, de igual forma entre 
tropas y altos mandos en las instituciones armadas, entre dirigentes y militantes en 
los partidos políticos, entre autoridades y funcionarios en la administración pública. 
Por esta razón, es imprescindible luchar por conseguir un proceso de 
democratización orgánico, democratizar estos estamentos, para que la vida 
democrática no sea externa a los procesos cotidianos de los individuos que forman 
parte activa de estas realidades funcionales. Chile es un país compuesto por 
ciudadanos que en su mayoría no deliberan en los espacios donde conviven y 
producen cotidianamente. Las fuerzas armadas no son deliberantes por ley, pero 
los empleados y funcionarios del sector privado y público tampoco deliberan en sus 
espacios laborales, todos están sometidos a un régimen autoritario donde los que 
piensan y deciden son los empresarios, los políticos de elites, los generales, los 
ministros de justicia. Es probable que todos los que estamos fuera de las elites del 
poder pensemos en un plano existencial, de conversación informal, pero esta 
actividad no trasciende en la medida en que el conjunto de opiniones no actúe 
como un antecedente colectivo sólido y coherente, capaz de influir en el curso de los 
acontecimientos de mayor gravitación e impacto para el país. Un ejemplo de esta 
situación fue, el rechazo de la opinión pública al envío de tropas militares a Haití, 
por parte del gobierno en un acuerdo con el gobierno norteamericano. Otro, será la 
contradicción que se provocará entre el parlamento y las autoridades del ejecutivo 
por una parte, y los trabajadores por otra, si se aprueba una reforma al código del 

trabajo, flexibilizando los tipos de contrato para incorporar mano de obra al 
quehacer productivo. Las violaciones a los derechos humanos planificadas por los 
altos mandos de las fuerzas armadas durante la dictadura militar, y ejecutadas por 
las tropas escogidas para sesgar la vida o torturar a civiles que disentían del 
régimen de Pinochet, es otro ejemplo categórico. Es imposible pensar en una 
reacción humanitaria de la tropa negándose a actuar para aplicar este tipo de 
procedimientos criminales que vulneran toda lógica de convivencia civilizada. En 
síntesis, la verticalidad de mando posibilita la fluidez de las injusticias, porque 
aquellos que dependen de un sujeto que domina, delegan su voluntad, se 
subordinan, y ejecutan sus ordenes para garantizar su sobrevivencia y controlar 
sus propios miedos. Es necesario entonces garantizar el derecho a la deliberación, 
ampliando los derechos individuales y la participación al interior de las empresas 
de los empleados y trabajadores en general, de la misma forma este mecanismo 
debe implementarse para las tropas de las instituciones armadas, facilitando el 
derecho a la sindicalización, y a la participación de estos ciudadanos con uniforme 
en la vida pública del país. Las normativas de las instituciones no deben 
constituirse en una factor de contención y de restricción a sus funcionarios para 



debatir respecto de las formas concretas y el régimen de trabajo que debe darse al 
interior de sus organizaciones. No será posible iniciar un proceso de transformación 
de la realidad actual si existen limitaciones para el ejercicio de la reflexión y la 
acción en sus espacios cotidianos. El valor que tiene la participación ciudadana en 
condiciones externas a sus habitat laborales es de escaso impacto social y se 
neutraliza con la reacción que desde las instituciones tienen las autoridades a 
través de la aplicación de medidas y sanciones que caen en forma vertical hacia lis 
individuos concretos. La estrategia usada por la izquierda de movilizarse en las 
calles para protestar frente a una medida determinada, y chocar con las fuerzas 
policiales, es una táctica que se reproduce en el tiempo sin que permita obtener 
resultados concretos, no hay un avance cualitativo en el posicionamiento del sector 
frente al sistema. De hecho, las fuerzas policiales dependen jerárquicamente del 

poder civil, y por tanto quien las envía a contener las protestas son el gobierno a 
través de su ministro del interior y del intendente de la región respectiva. El 
fenómeno se reproduce con algunas variaciones en cualquier país de América latina 
o del mundo, donde los funcionarios de estas instituciones son agentes del Estado 
preparados y destinados a ejercer la violencia para reprimir a los civiles que a juicio 
de las autoridades vulneren el orden público. Es igual el procedimiento represivo en 
Chile, en China Popular, en Francia, en Inglaterra, en Perú o en Cuba, por lo tanto 
no median razones ideológicas en su acción, son parte de una doctrina universal 
para mantener la estabilidad y la funcionalidad del sistema de turno. Por esta razón, 
es importante su democratización interna, liberándolos de jerarquías rígidas y de 
sistemas impositivos que les exigen conductas cerradas que los obligan a poner en 
riesgo su propia integridad. No es razonable identificar las discrepancias que se 
tienen con las medidas concretas adoptadas por las autoridades con una 
confrontación callejera con la policía, aunque es cierto, que este tipo de 
instituciones representa simbólicamente el factor de control y de contención de las 
aspiraciones ciudadanas. Fomentar el derecho de carabineros y militares a 
organizarse, a sindicalizarse, a negociar colectivamente, a participar en política es 
una estrategia de ampliación de la cobertura democrática en el país, la que 
permanece limitada para un conjunto de ciudadanos por la función que 
desempeñan, generándose de manera poco visible pero real, una clara exclusión. 
Unos tienen derechos y otros son los garantes de esos derechos y solo se les 
permite cumplir con sus obligaciones. La masificación de la política es un factor 
clave para profundizar los derechos y las libertades de los individuos, la 
diversificación de las formas y procedimientos para acceder al poder debe ser otra 
garantía inalienable de su democratización en un sentido amplio, esto significa 

abrir los criterios establecidos por la ley para que un ciudadano pueda alcanzar un 
cargo público en el parlamento o los municipios, monopolio exclusivo de los 
partidos políticos en la actualidad, aunque se contemple la postulación de los 
independientes, ya que las características del modelo electoral, prácticamente 
imposibilita una competencia justa y equilibrada entre una institución política con 
estructura orgánica nacional, y un individuo concreto que exprese vocación de 
servicio público. Desde hace un tiempo, grupos de intelectuales y trabajadores han 
generado una dinámica de creación de organizaciones destinadas a defender los 
derechos ciudadanos. Para estos efectos se han constituido en centros de 
investigación social, agrupaciones de defensa del consumidor, en movimientos 
sociales y políticos alternativos. Desde estos espacios se produce un discurso crítico 
que vulnera positivamente las tradiciones políticas del sistema democrático 
representativo, convirtiéndose en convocadores de la sociedad civil frente a temas 
de país y de planeta que atenten contra un desarrollo más humano y sustentable. 
Experiencias de movilización realizadas para rechazar los experimentos nucleares 
del gobierno francés en el océano pacífico, el encuentro público en contra de la 
APEC en Santiago el 2004, las protestas en contra de la invasión norteamericana en 



Irak, son algunas de las expresiones de disidencia que generan un impacto social y 
aglutina a un contingente numeroso de ciudadanos tras objetivos que reflejan un 
discurso alternativo concreto. Sin embargo, estas agrupaciones y otras, como las 
centrales de trabajadores o de profesores, están impedidas en cuanto instituciones 
legales con personalidad jurídica, a postular candidatos al parlamento o a los 
municipios. De esta manera, los partidos políticos tienen el privilegio de postulación 
y luego de elegir representantes, a pesar de que muchos de ellos se han distanciado 
categóricamente de los intereses específicos de su pueblo. La política se hace sobre 
la base de intereses de la superestructura hacia abajo, pero el objetivo de una 
política al servicio del pueblo debe invertir la pirámide anteponiendo los intereses 
de todos los chilenos y en particular de los que están sumidos en una pobreza 
integral. Es necesario no transigir en el proyecto de una nueva constitución política 

que garantice el derecho de los movimientos ciudadanos, sean o no políticos de 
acuerdo con una lectura tradicional sobre el concepto, (el solo hecho de organizarse 
para participar en los asuntos públicos los convierte en agrupaciones políticas) para 
postular candidatos al parlamento o a los municipios, y aspirar a través de 
coaliciones al poder ejecutivo. De tal manera que este antecedente sea un incentivo 
para estimular la asociación de grupos de ciudadanos a través del país, los que a 
partir de sus organizaciones puedan postular a cargos públicos en igualdad de 
condiciones que los partidos políticos. Hay grupos organizados que están 
actualmente en condiciones de hacerlo, como son El Foro Social Chileno, la Central 
Unitaria de Trabajadores, las Federaciones Universitarias entre otros. 

Se compra y se vende en un mercado llamado Chile 

No se puede negar la existencia de un mercado de intercambio al cual pueda 
acceder la gente con la finalidad de adquirir el conjunto de productos y otras 
variables que, puedan satisfacer sus necesidades cotidianas. Sin embargo, la 
ideologización de este concepto económico, y el particular interés de los grupos 
económicos de apropiarse de la administración y la comercialización de aspectos 
esenciales para el desarrollo de una vida más integral y humana como son la 
educación, la salud y el transporte humano, han convertido el país en una compra 
y venta que se proyecta a más espacios. Comprar y vender manufacturas y servicios 
es la lógica dominante del neoliberalismo, se vende salud, se vende educación, se 
vende el ingreso a la naturaleza, se vende la circulación automotriz por 
determinadas carreteras y continúan ampliándose las estrategias comerciales de los 
grupos económicos. Para ingresar a un espacio de educación superior es necesario 

disponer de una buena cantidad de millones de pesos, igual ocurre para ser 
operado en un centro de salud especializado, para acceder a un espacio cultural, 
para comunicarse a través de una línea telefónica, para consumir un vaso de agua, 
para iluminar una vivienda básica, todo está en venta, de tal manera que aquellos 
que no disponen de los ingresos establecidos por el mercado simplemente no tienen 
ni siquiera la categoría de consumidores. Cientos de miles de chilenos no tienen 
acceso a educarse y alcanzar un nivel de especialización que les permita 
incorporarse al mundo laboral. La vegetatividad en la que están sumidos tiende a 
reproducir y a perpetuar la brecha entre ricos y pobres. Educación y salud de 
calidad deficiente contrasta con la educación y salud de un nivel óptimo, las 
inversiones entre barrios populares y adinerados constituyen el principal énfasis de 
las diferencias sociales entre los chilenos, y este fenómeno lejos de disminuir 
continúa en aumento. El tema es como iniciar un proceso que revierta en parte esta 
bifurcación tan categórica, como detener y transformar los mecanismos que fluyen 
en esta dirección, sin que existan factores que puedan contrastar esta 
irracionalidad que nos deshumaniza como sociedad. Entonces es necesario 
restablecer una mayor influencia del Estado, debe trascenderse el criterio de que el 



Estado debe actuar solo como un ente regulador, posición que incluso en muchas 
decisiones centrales ni siquiera está presente, el país es del sector empresarial con 
la mayor concentración de capitales a su haber, y la balanza se inclina hacia ellos 
en la mayor parte de las tomas de decisiones que provienen del sector político del 
país, provengan estas del parlamento o del ejecutivo, ciertamente con matices, pero 
categóricamente operando en su beneficio. Por esta razón, es imprescindible 
reinstalar la idea de la gratuidad y los aranceles y valores diferenciados, pero 
garantizando la equidad en la prestación de los servicios por una parte, y la 
recuperación de la educación y la salud como derechos humanos inalienables de la 
cual debe hacerse parte el Estado, como función prioritaria en su relación con los 
pobres y los trabajadores en general. La empresa acumula y reinvierte, el Estado 
debe simplemente aumentar su gasto público, o redistribuirlo con un criterio social 

más amplio y de mayor cobertura que el actual, y recuperar su condición de 
Estado-empresario. El rol del Estado es servir con equilibrio, garantizando la 
protección de los más débiles, y esta protección no debe entenderse solo como 
programas de asistencia transitorios, sino como una política que implique su 
responsabilidad y su capacidad de invertir en un crecimiento integral hacia los mas 
desvalidos. 

Es necesario recuperar los servicios básicos para todos los chilenos, y el valor del 
consumo debe ser tratado con un criterio diferenciado en materia de cobranza, la 
luz, el agua y el gas deben ser en gran parte patrimonio de todos los chilenos, sin 
que esto invalide la presencia de servicios privados. Agua, luz y gas con aranceles 
diferenciados para compensar la política salarial que es en el sector privado 
paupérrima para los trabajadores, no obstante la movilización para alcanzar 
mejores salarios frente a empresas de alta rentabilidad y éxito comercial, no debe 
detenerse, más bien debe iniciarse como una bandera reivindicativa constante. El 
transporte requiere de subsidios del Estado para fijar una política de precios de 
acuerdo al nivel de ingreso real de los más pobres en la actualidad, es decir, 
aranceles diferenciados, menor costo de los pasajes de la movilización en el 
transporte colectivo y el metro, base de cualquier fundamento que se proponga 
alcanzar un cierto escenario de justicia social. Fortalecer una propuesta de 
nacionalización de empresas consideradas estratégicas desde una perspectiva 
básica, como son los servicios básicos de consumo ya descritos y el transporte y las 
comunicaciones en competencia con el sector privado. 

Devolverle al país una Universidad de Chile de estructura nacional, institución que 

fue fragmentada en pequeñas Universidades por la dictadura militar. Una 
Universidad de Chile abierta, libre y gratuita para los hijos de trabajadores, y que el 
único requisito para su ingreso sea la excelencia académica. De igual forma, fundar 
nuevos Institutos de Educación superior como el Departamento Universitario 
Obrero y Campesino (DUOC), y el Instituto Nacional de Capacitación (INACAP), 
entidades creadas para educar a obreros, campesinos y empleados, y que hoy son 
entidades que funcionan sobre criterios comerciales, al igual que las Universidades 
privadas. 

Centralizar la educación y la salud primaria en manos del Estado, poniendo 
termino a la municipalización implementada por la dictadura, ya que en una 
evaluación general, está última ha venido deteriorando la calidad de la enseñanza y 
la atención sanitaria de la población. El vínculo territorial entre autoridad 
municipal y escuelas y consultorios ha provocado un control político sobre ambas 
realidades en espacios de insuficiencia democrática y por tanto, muchos 
trabajadores de ambos sectores son victimas de persecución, dado que el rol de 



Alcalde está investido de un poder totalitario. Es necesario que la educación 
garantice libertad de aula, programas abiertos a las diferentes corrientes de opinión, 
y este fenómeno se puede alcanzar distanciando a la autoridad política del sujeto 
educativo y de las políticas de salud. La centralización técnica garantiza la 
descentralización política y la autonomía laboral para el ejercicio profesional libre 
de ambas funciones. Y de paso potencia a las organizaciones sindicales del 
magisterio y a los trabajadores de la salud, otro aspecto relevante para recuperar 
los equilibrios y dotar a los asalariados de una fuerza compacta que sea capaz de 
contrarrestar la presencia política represiva de las autoridades locales. Desde esta 
perspectiva, la autoridad local deja de tener una relación de empleador - empleado 
con los trabajadores, y posibilita la configuración de alianzas tácticas entre los 
movimientos sindicales y la autoridad local en una transversalidad de poder clave 

para enfrentar las medidas arbitrarias que pudiesen provenir de la autoridad 
central. 

Es clave para un desarrollo con principios sociales, revalorar el trabajo humano 
incorporando tecnología de manera racional y equilibrada en nuevas fuentes 
laborales. Esta función debe ser asumida por el Estado independientemente de los 
costos materiales que este proceso signifique, pues es difícil pensar en las actuales 
circunstancias que, el sector empresarial implementará medidas destinadas a 
ampliar la cobertura de empleos existentes, dado que las lógicas que motivan su 
intención productiva están asociadas al interés de multiplicar los objetos y los 
servicios con una intención única: la comercialización, los negocios y su 
rentabilidad, sin que estos criterios se extiendan al deseo de provocar un bienestar 
colectivo compartido con la clase trabajadora. El dinero de la inversión está 
asignado para multiplicarlo y acumularlo en aquellos que son depositarios de la 
propiedad, y el trabajo es concebido como un aspecto táctico y transitorio para los 
efectos de aumentar sistemáticamente la acumulación de capital. De ahí, la 
intransigente postura de imponer en la legislación laboral, el concepto de 
flexibilidad, pues en su esencia lo que necesita el empresario es mano de obra 
barata y temporal para cumplir con la estrategia productiva asignada por sus 
estudios de mercado. En cambio, el Estado debe asumir que el trabajo es el 
fundamento clave para alcanzar una sociedad fundamentada en la búsqueda del 
bienestar colectivo. Sin trabajo hay descomposición y perdida de la dignidad 
humana, gradualmente el hombre pierde un conjunto de derechos individuales, 
entre ellos, el derecho a crecer, a educar a su entorno familiar, a consumir, pues 
sin dinero queda al margen del circuito del mercado, y disminuye casi totalmente 

su capacidad de participar en la sociedad con un sentido crítico y una matriz 
material que asegure que sus principios y valores personales no serán vulnerados 
por su falencia, quedando al arbitrio de aquellos que disponen de los instrumentos 
materiales necesarios para dominar y decidir las formas especificas que adquieren 
los procesos económicos y políticos en una sociedad de tanto dinamismo, pero al 
mismo tiempo de tantas discriminaciones como la nuestra. La industria de 
manufacturas y de servicios en Chile está acotada a una realidad detenida, es 
insuficiente por si misma para ampliar y diversificar su crecimiento, por tanto, es 
necesario que el Estado inicie una ofensiva de multiplicación de las empresas en 
diferentes áreas productivas, involucrándose directamente en nuevas inversiones 
que garanticen la multiplicación del empleo, una nueva revolución industrial y de 
servicios, pero orientada a garantizar derechos básicos ciudadanos, buscando la 
estabilidad del sujeto productivo en empresas propias con un estilo de nuevo tipo. 
Romper la brecha entre pobres y ricos implica incorporar un concepto alternativo a 
la sola idea de comprar y vender en un mercado de objetos, donde el valor de la 
persona humana queda reducida a una condición de funcionalidad, el hombre sirve 
o no sirve a esta lógica, el tema es que independientemente de sus capacidades 



temporales, este sujeto concreto existe y necesita de la debida protección de su 
Estado para progresar con tranquilidad, por tanto su educación debe articularse 
con su especialización y su crecimiento material y cultural, de otra forma estaremos 
en presencia de una sociedad deshumanizada y mercantilista, indiferente a una 
problemática más integral de las personas. Por tanto, la gratuidad en distintos 
procesos de desarrollo adquiere una dimensión estratégica importante para 
alcanzar mayores niveles de justicia social, y esta debe ser la plataforma que 
fundamente el ideario de una izquierda popular, democrática y representativa de los 
sectores laborales. 

* Fuente original : http://revistacausacero.blogspot.com/ 

31 agosto 2005 por Gregorio Angelcos Diaz 
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